
 
 

Inconstitucionalidad de la supresión del Recurso de Reclamación contra el 
desechamiento del Recurso de Revisión en Amparo Directo contra Leyes 
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 Mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 2021 
se expidió la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley de Carrera Judicial del 
Poder Judicial de la Federación y se reformó la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, siendo que una de las 
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consecuencias de dicho decreto fue la supresión del recurso de reclamación contra las 
determinaciones del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que desechen el 
recurso de revisión en amparo directo contra leyes, lo que resulta inconstitucional y propende 
a dejar a los gobernados en estado de indefensión, a más de delegar de facto en los Tribunales 
Colegiados de Circuito la potestad de resolver en definitiva los amparos contra leyes. 
 
 I.- Inconstitucionalidad e Inconvencionalidad de los artículos 1041 de la Ley de 
Amparo y 10, fracción XIII2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.- 
Los preceptos en cita vulneran de manera flagrante los artículos 1°, 14, 16 y 17 de la Carta 
Magna. Los ordinales de que se trata establecen lo siguiente: 
 

“Artículo 104.- El recurso de reclamación es procedente contra los 
acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación o por los presidentes de sus salas o de los tribunales 
colegiados de circuito.  
“Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, 
en el que se expresan agravios, dentro del término de tres días siguientes al 
en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.  
“En contra del acuerdo que deseche el recurso de revisión en amparo 
directo no procede medio de impugnación alguno (Párrafo adicionado por 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7de junio de 
2021)”. 
 
“Artículo 10.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá 
funcionando en Pleno: 
“XIII. Del recurso de reclamación contra las providencias o acuerdos del 
Presidente o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
dictados durante la tramitación de los asuntos jurisdiccionales de la 
competencia del Pleno, con excepción del auto que deseche el recurso de 
revisión en amparo directo;…” (Ley publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 7de junio de 2021)”. 

 
 A) Violación del artículo 107, fracción IX de la Constitución Federal.- El precepto 
constitucional claramente señala lo siguiente: 
 

 
1 “Artículo 104.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el 
presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los presidentes de sus salas o de los tribunales 
colegiados de circuito.  
“Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresan agravios, 
dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.  
“En contra del acuerdo que deseche el recurso de revisión en amparo directo no procede medio de 
impugnación alguno (Párrafo adicionado por reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de 
junio de 2021)”. 
2 “Artículo 10.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
“XIII. Del recurso de reclamación contra las providencias o acuerdos del Presidente o la Presidenta de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictados durante la tramitación de los asuntos jurisdiccionales de la 
competencia del Pleno, con excepción del auto que deseche el recurso de revisión en amparo directo;…”. 
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“Artículo 107.- Las controversias de que habla el artículo 103 de esta 
Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a 
los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las 
bases siguientes: 
 
“IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en 
contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de 
normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de 
esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren 
sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional 
o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de 
las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. En 
contra del auto que deseche el recurso no procederá medio de impugnación 
alguno;…” 

 
 Si bien es verdad que el numeral fundamental establece una condición de procedencia, 
también es cierto que la misma se le atribuye a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no 
a su Presidente, por lo que es irrefragable que al referirse al órgano colegiado que es la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el precepto de la Carta Magna no puede interpretarse 
sino en el sentido de que tal determinación sólo la pueden tomar en última instancia, los 
Ministros en su conjunto. 
 
 En efecto, tal como disponen los artículos 94, tercer párrafo3 y 24 de la propia Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se 
compone de once Ministros, funciona en Pleno y Salas, y su Presidente no integra ninguna 
Sala. A ello se suma que la única actividad constitucionalmente encomendada al Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es la administrativa, según se advierte del 
artículo 1005 in fine de la Carta Magna, lo que jamás podría implicar la posibilidad de que se 
le considere en lo personal, como si él fuere la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
 Es más, en términos del artículo 76 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte de Justiciade la Nación se 

 
3 Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en 
un Tribunal Electoral, en Plenos Regionales, en Tribunales Colegiados de Circuito, en Tribunales Colegiados de 
Apelación y en Juzgados de Distrito.  
… 
“La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de once integrantes, Ministras y Ministros, y 
funcionará en Pleno o en Salas”. 
4 “Artículo 2.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de once Ministras o Ministros y 
funcionará en Pleno o en Salas. El Presidente o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no 
integrará Sala”. 
5 “Artículo 100.- … La administración de la Suprema Corte de Justicia corresponderá a su Presidente”. 
6 “Artículo 7.- Las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte de Justiciade la Nación se tomarán por 
unanimidad o mayoría de votos, salvo los casos en que, conforme a la Constitución, se requiera una mayoría de 
ocho votos de las Ministras y Ministros presentes. En los casos previstos en el segundo párrafo de la fracción I 
del artículo 105 Constitucional, las decisiones podrán ser tomadas por mayoría simple de los miembros presentes, 
pero para que tenga efectos generales, deberán ser aprobados por una mayoría de cuando menos ocho votos. 
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tomarán por unanimidad o mayoría de votos (así en plural), y al Presidente sólo se le 
confiere un voto de calidad luego de que un asunto se hubiere proyectado en dos ocasiones sin 
obtener mayoría. Finalmente, el numeral 147 de la misma ley jamás indica en momento 

 
“Las y los ministros sólo se abstendrán de votar cuando tengan impedimento legal. 
“Si al llevarse a cabo la votación de un asunto no se obtuviere mayoría, se turnará a un nuevo Ministro o Ministra 
para que formule un proyecto de resolución que tome en cuenta las exposiciones hechas durante las discusiones. 
“En caso de empate, el asunto se resolverá en la siguiente sesión, para la que se convocará a las y los ministros 
que no estuvieren legalmente impedidos; si en esta sesión tampoco se obtuviere mayoría, se desechará el 
proyecto y la Presidenta o el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación designará a otra Ministra o 
Ministro para que, teniendo en cuenta las opiniones vertidas, formule un nuevo proyecto. Si en dicha sesión 
persistiera el empate, la Presidenta o Presidente tendrá voto de calidad. 
“Siempre que un Ministro o Ministra disintiere de la mayoría, o estando de acuerdo con ella tuviere 
consideraciones distintas o adicionales a las que motivaron la resolución, podrá formular voto particular o 
concurrente, respectivamente, el cual se insertará al final de la ejecutoria respectiva si fuere presentado dentro de 
los cinco días siguientes a la fecha del acuerdo”. 
7 “Artículo 14.- Son atribuciones del Presidente o Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
“I. Representar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y llevar su administración; 
“II. Tramitar los asuntos de la competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y turnar los 
expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de resolución. 
“En caso de quela o el presidente estime dudoso o trascendente algún trámite, designará a una Ministra o 
Ministro ponente para que someta un proyecto de resolución a la consideración de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, a fin de que esta última determine el trámite que deba corresponder; 
“III. Autorizar las listas de los asuntos, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
“IV. Firmar las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con la o el ponente y con la 
secretaria o el secretario general de acuerdos que dará fe. Cuando se apruebe una resolución distinta a la del 
proyecto o cuando aquélla conlleve modificaciones sustanciales a éste, el texto engrosado se distribuirá entre las 
y los ministros, y si éstos no formulan objeciones en el plazo de cinco días hábiles, se firmará la resolución por 
las personas señaladas en esta fracción; 
“V. Despachar la correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo la que es propia de las y 
los presidentes de las Salas, así como dictar las medidas necesarias para el buen servicio y disciplina en las 
oficinas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
“VI. Establecer comités de Ministras y Ministros como instancias de consulta y apoyo en la administración de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como designar a sus integrantes y emitir sus reglas de operación; 
“VII. Resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa y, en su caso, aplicar las sanciones 
correspondientes, respecto de las faltas no graves cometidas por las y los servidores públicos de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, a excepción de las y los ministros, en términos del Título Séptimo de esta Ley; 
“VIII. Legalizar, por sí o por conducto del secretario o secretaria general de acuerdos, la firma de las y los 
servidores públicos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los casos en que la ley exija este requisito; 
“IX. Acordar lo relativo a las licencias, remociones, renuncias y vacaciones de las y los servidores públicos de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos de la presente Ley; 
“X. Comunicar a la o el Presidente de la República las ausencias definitivas de las y los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, y las temporales que deban ser suplidas mediante su nombramiento, en términos 
de la fracción XVIII del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
“XI. Rendir ante las y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como las y los miembros 
del Consejo de la Judicatura Federal, al finalizar el segundo período de sesiones de cada año, el informe de 
labores del Poder Judicial de la Federación; 
“XII. Proponer oportunamente los nombramientos de aquellas y aquellos servidores públicos que deba hacer el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
“XIII. Nombrar a las y los servidores públicos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a excepción de 
aquellos nombramientos que corresponde hacer al Pleno o las Salas; 
“XIV. Expedir el reglamento interior y los acuerdos generales que en materia de administración requiera la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
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alguno, ni podría hacerlo, que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sea 
quien la integra, sino que le confiere facultades específicas de carácter administrativo, sin que 
en momento alguno le confunda con el órgano colegiado que sólo preside, pero que es diverso 
a su persona. 
 
 En el mismo sentido, cuando el artículo 10, fracción XIII de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación excluye de las atribuciones del Pleno el conocer del recurso de 
reclamación que se interponga en contra del desechamiento de un recurso de revisión en 
materia de amparo directo, que se verifica unitariamente por el Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, vuelve a incidir en la violación del ordinal 107, fracción IX de la 
Carta Magna, que atribuye la facultad a la Suprema Corte de Justicia de la Nación (no a su 
Presidente) para que en última instancia, sea dicho cuerpo colegiado el que determine 
cuándo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la 
constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 
planteadas. 
 
 Lo anterior además tiene sustento en la noción misma de los recursos, que permiten 
revisar las determinaciones inicialmente tomadas, que pueden carecer de fundamento y 
motivación, o ser francamente arbitrarias, todo lo cual ha ocurrido en más de una ocasión. 
 
 B) Arbitrariedad derivada de los preceptos104 de la Ley de Amparo y 10, fracción 
XIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Violación de los artículos 
14, 16, 1° y 17 de la Constitución Federal.- Los numerales en cita violan las garantías de 
seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna, así como las 
garantías de mayor beneficio y justicia completa que derivan de los ordinales 1° y 17 de la 
propia Lex Legum. 
 

 
“XV. Formular anualmente el anteproyecto del presupuesto de egresos de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, y someterlo a la aprobación de esta última funcionando en Pleno; 
“XVI. Remitir oportunamente a la o el Presidente de la República, los proyectos de presupuestos de egresos del 
Poder Judicial de la Federación, a fin de que se proceda en términos del último párrafo del artículo 100 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como administrar el presupuesto de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación; 
“XVII. Designar a las y los ministros para los casos previstos en los artículos 17 y 18 de esta Ley; 
“XVIII. Nombrar a las y los ministros que deban proveer los trámites en asuntos administrativos de carácter 
urgente durante los períodos de receso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
“XIX. Establecer las disposiciones generales necesarias para el ingreso, estímulos, capacitación, ascensos y 
promociones por escalafón y remoción del personal administrativo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
“XX. Realizar todos los actos tendientes a dar trámite al procedimiento de declaratoria general de 
inconstitucionalidad a que se refiere la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
“XXI. Atender las solicitudes de resolución prioritaria a que se refiere el artículo 94 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para lo cual deberá someterla a consideración del Pleno para que resuelva de 
forma definitiva por mayoría simple; 
“XXII. Imponer las sanciones a que se refiere la fracción XXIII del artículo 11 de esta Ley, siempre que las 
promociones se hubieren hecho ante él, y 
“XXIII. Las demás que le confieran las leyes, reglamentos interiores y acuerdos generales”. 
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 Esto es así, porque dichos preceptos inciden en la ambigüedad de dejar en manos del 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el decidir como le plazca, cuándo 
admite y cuándo no un recurso de revisión en amparo directo, sin considerar en modo 
alguno los argumentos que se hubieren expuesto al efecto, ni las violaciones constituicionales 
cometidas en la sentencia dictada en el amparo directo de que se trate, máxime que no señalan 
cuáles serían los parámetros para poder operar en el sentido de desechar un recurso, de 
manera que la determinación sea tan irrefutable, que no merezca ser revisada por nadie. De 
esa suerte, nos hallamos ante normas que permiten claramente la arbitrariedad, violando la 
garantía de legalidad consagrada en el numeral 16 de la Carta Magna8, a lo que se suma que 

 
8 Resultan aplicables en la especie la Tesis I.4o.A.409 A, que se lee en la Novena Época del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, Diciembre de 2003, página 1413; la Tesis publicada en la Séptima 
Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 151-156 Tercera Parte, Segunda Sala, página 117; la Tesis 
visible en la misma Séptima Época, Tomo 61 Sexta Parte, página 53; la Tesis consultable en la Sexta Época del 
Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, XLV, Segunda Sala, página 65 y la Tesis que figura en la 
Quinta Época, Tomo CXIX, Segunda Sala, página 3278, que rezan: “LEYES. INCONSTITUCIONALIDAD 
DE LAS QUE ESTABLECEN SANCIONES ADMINISTRATIVAS, PERO NO PREVÉN LAS 
INFRACCIONES QUE LAS PUEDEN ORIGINAR.- Si una ley señala cuáles son las sanciones 
administrativas que se pueden imponer por violaciones a la misma, a sus reglamentos y demás disposiciones 
que de ella emanen, pero no prevé el supuesto sancionado o "tipo", es decir, la descripción de la conducta o 
hecho infractor de los que dependa la sanción, implica que el legislador está delegando su función -tipificar 
la infracción- a la autoridad administrativa. Leyes de este tipo, conocidas en la doctrina como "leyes en 
blanco" o "leyes huecas" resultan inconstitucionales en virtud de que violentan, por una parte, la garantía de 
exacta aplicación de la ley (nullum crimen, nulla poena sine lege) consagrada en el párrafo tercero del artículo 
14 constitucional (aplicable tratándose de infracciones y sanciones administrativas dada su identidad ontológica 
con la materia penal), en la medida en que crean una situación de incertidumbre jurídica y estado de 
indefensión para el gobernado porque la autoridad que aplica la ley, al contar con la posibilidad de 
determinar la infracción ante la omisión destacada, será proclive a la arbitrariedad y no al ejercicio reglado, 
máxime si el legislador tampoco especifica los fines o valores que den cauce a la discrecionalidad de aquélla y, 
por la otra, la garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 constitucional, pues permiten que el 
gobernado quede en un estado de ignorancia respecto del fundamento y los motivos por los que puede hacerse 
acreedor a una de las sanciones”; “DIVISIÓN DE PODERES. SISTEMA CONSTITUCIONAL DE 
CARÁCTER FLEXIBLE.- La división de poderes que consagra la Constitución Federal no constituye un 
sistema rígido e inflexible, sino que admite excepciones expresamente consignadas en la propia Carta Magna, 
mediante las cuales permite que el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o el Poder Judicial ejerzan funciones 
que, en términos generales, corresponden a la esfera de las atribuciones de otro poder. Así, el artículo 109 
constitucional otorga el ejercicio de facultades jurisdiccionales, que son propias del Poder Judicial, a las Cámaras 
que integran el Congreso de la Unión, en los casos de delitos oficiales cometidos por altos funcionarios de la 
Federación, y los artículos 29 y 131 de la propia Constitución consagran la posibilidad de que el Poder Ejecutivo 
ejerza funciones legislativas en los casos y bajo las condiciones previstas en dichos numerales. Aunque el sistema 
de división de poderes que consagra la Constitución General de la República es de carácter flexible, ello no 
significa que los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial puedan, motu proprio, arrogarse facultades que 
corresponden a otro poder, ni que las leyes ordinarias puedan atribuir, en cualquier caso, a uno de los poderes en 
quienes se deposita el ejercicio del Supremo Poder de la Federación, facultades que incumben a otro poder. Para 
que sea válido, desde el punto de vista constitucional, que uno de los Poderes de la Unión ejerza funciones 
propias de otro poder, es necesario, en primer lugar, que así lo consigne expresamente la Carta Magna o que la 
función respectiva sea estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades que le son exclusivas, y, en 
segundo lugar, que la función se ejerza únicamente en los casos expresamente autorizados o indispensables para 
hacer efectiva una facultad propia, puesto que es de explorado derecho que las reglas de excepción son de 
aplicación estricta”; “REGLAMENTOS, VALIDEZ Y VIGENCIA DE LOS.- La facultad reglamentaria del 
presidente de la República se ha desprendido tradicionalmente de la fracción I del artículo 89 de la Constitución 
Federal, que lo faculta para proveer en la esfera administrativa a la observancia de las leyes. Ahora bien, de esto 
se desprende, a su vez, que esa facultad no le es otorgada por el legislador ordinario, pero también que no puede 
expedirse un reglamento sin que se refiera a una ley, y se funde precisamente en ella para proveer en forma 
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general y abstracta en lo necesario a la aplicación de dicha ley a los casos concretos que surjan. O sea, que sin ley 
no puede haber reglamentos, en principio, excepto en aquellos casos en que la propia Constitución Federal 
autoriza al presidente a usar en forma autónoma su facultad reglamentaria, como lo es, por ejemplo, el caso de los 
reglamentos gubernativos y de policía a que se refiere el artículo 21 constitucional. Pero fuera de esos casos de 
excepción, el estimar que el presidente está facultado para dictar disposiciones reglamentarias generales, con 
características materiales de leyes, aun cuando estos reglamentos no estén precisamente apoyados o dirigidos a 
reglamentar precisamente una ley que lo sea también en sentido formal, es decir, emanada de Congreso, 
equivaldría dar facultades legislativas al presidente de la República, en contravención a lo dispuesto por los 
artículos 49, 73 y relativos y de la mencionada Constitución. Así pues, un reglamento sólo puede tener validez 
legal cuando está dirigido a proveer a la aplicación de una ley concreta, a cuyos mandamientos deberá ceñirse, 
por lo demás, sin poderlo suprimir, modificar ni ampliar, en su sustancia. Y, en consecuencia al ser abrogada la 
ley en que se apoya la validez de un reglamento, éste queda también automáticamente sin materia y, por ende, sin 
vigencia, pues no podría subsistir un reglamento al abrogarse la ley reglamentada ya que ese reglamento vendría 
a implicar una facultad legislativa autónoma del presidente de la República, que la Constitución no le da. Por lo 
demás, si una ley es abrogada, quedan sin vigencia sus reglamentos. Y si se dicta una nueva ley, que es la que 
abrogó a la anterior, el presidente de la República deberá expedir un nuevo reglamento adecuado a la nueva ley o, 
si estima que subsiste parcialmente la materia legislativa, por contener la nueva ley disposiciones que en parte 
resulten iguales a las de la ley anterior abrogada, deberá decretarse en nuevo acto reglamentario a la vigencia del 
reglamento anterior, en lo que no contradiga a la nueva ley. Por otra parte, esto podría hacerlo el mismo Poder 
Legislativo, ya que si puede poner en vigencia las leyes, bien puede ordenar que se mantengan vivos los 
reglamentos anteriores en cuanto no contradigan a la nueva ley (y de hecho, así lo hizo en el artículo 3o. 
transitorio de la Ley de Seguro Social de 23 de febrero de 1973, que sustituyó a la anterior). Y la conclusión 
anterior es obligada cuando se trata de imponer cargas a los gobernados, con bases en un reglamento referente a 
una ley derogada, y no sólo de regular actos de trámite o de procedimiento, ya que éstos de cualquier manera 
habría de realizarlos, a menos que la ley deje su propia vigencia sujeta a la expedición de nuevos reglamentos. De 
lo contrario, si se aceptara que se impusieran a los gobernados cargas con bases en reglamentos expedidos para 
leyes que ya fueron abrogadas, aun cuando en la nueva ley se contengan las disposiciones en partes iguales o 
semejantes, se estaría violando la seguridad jurídica de los gobernados, y no podría decirse que los actos de 
aplicación del viejo reglamento, al imponerles cargas o causarle molestias en su persona, posesiones o 
patrimonio, estuviesen clara y manifiestamente fundados en disposiciones legales reglamentarias vigentes y 
aplicables, con lo cual se violarían las garantías de debido proceso legal y de fundamentación y motivación, en su 
aspecto material, que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales”; “DELEGACIÓN DE FACULTADES 
PARA LEGISLAR. COMPETENCIA DE LAS SECRETARÍAS DE ESTADO.- Conforme a nuestro 
régimen constitucional sólo tiene facultades para legislar el Poder Legislativo y excepcionalmente el Ejecutivo en 
el caso de la facultad reglamentaria, que únicamente puede ser ejercitada por el titular de este Poder, sin que en la 
Constitución exista una disposición que lo autorice para delegar en alguna otra persona o entidad, la referida 
facultad, pues ni el Poder Legislativo puede autorizar tal delegación; por tanto, sostener que la Ley de Secretarías 
de Estado encarga a la de Economía la materia de monopolios, y que esa ley, fundada en el artículo 90 de la 
Constitución, debe entenderse en el sentido de que dicha secretaría goza de cierta libertad y autonomía en esta 
materia, es desconocer la finalidad de dicha ley, que no es otra que la de fijar la competencia genérica de cada 
secretaría, pero sin que esto signifique que por ello puedan éstas actuar en cada materia sin ley especial, ni mucho 
menos que la repetida ley subvierta los principios constitucionales, dando a las Secretarías de Estado facultades 
que conforme a la Constitución, sólo corresponde al titular del Poder Ejecutivo; decir que conforme a los 
artículos 92, 93 y 108 de la Constitución, los secretarios de Estado tienen facultades ejecutivas y gozan de cierta 
autonomía en las materias de su ramo y de una gran libertad de acción, con amplitud de criterio para resolver 
cada caso concreto, sin someterlo al juicio y voluntad del presidente de la República, es destruir la unidad del 
poder; es olvidar que dentro del régimen constitucional el presidente de la República es el único titular del 
Ejecutivo, que tiene el uso y el ejercicio de las facultades ejecutivas; es finalmente, desconocer el alcance que el 
refrendo tiene, de acuerdo con el artículo 92 constitucional, el cual, de la misma manera que los demás textos 
relativos, no da a los secretarios de Estado mayores facultades ejecutivas ni distintas siquiera, de las que al 
presidente de la República corresponden” y “LEY, CARÁCTER DE LA.- Para que una disposición dictada por 
el poder público tenga el carácter de ley, se necesita no solamente que sea de naturaleza general, abstracta, 
imperativa y permanente; sino que, además, emane del órgano constitucionalmente facultado para legislar, ya que 
nuestro sistema de gobierno se ha adoptado en régimen de separación de poderes; se ha otorgado exclusivamente 
al Poder Legislativo la facultad de legislar; está prohibido delegar esa potestad en otros poderes y enfáticamente 
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ciertamente ha sucedido en más de un caso, que el Presidente de la Corte omite presentar 
razonamiento alguno que avale su determinación, que en tales ocasiones se explaya de manera 
simplista y dogmática. 
 
 En ese sentido, las autoridades in genere sólo se hallan en posibilidad jurídica de 
contar con facultades discrecionales, cuando la ley les confiere la atribución de tomar una 
determinación que se ha de definir dentro de un parámetro claro que se encuentre 
determinados en la propia ley. Así, y para que una autoridad cuente con facultades 
discrecionales, es menester que exista una base legal que las confiera, y un parámetro para 
que las mismas se ejerzan, el que a la vez debe constar en el texto de la ley. Ergo, y no 
existiendo ninguna de las condiciones señaladas que resultan tener el carácter sine quibus non, 
es irrefragable que las normas y en su caso el acto del Presidente de la Corte resultan 
inconstitucionales al violar la garantía de legalidad y ser en realidad arbitrarios9. 

 
está prohibida la concesión al Ejecutivo de facultades extraordinarias para legislar, salvo casos graves y 
excepcionales señalados expresamente. En consecuencia, la autoridad formal de una disposición es requisito 
forzoso para que tenga el carácter de ley”. 
9 En este sentido se manifiestan la Tesis 1a. CLXXXVII/2011 (9a.) que se lee en la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, Tomo 2, Primera Sala, página 1088; 
la Tesis I.4o.C.52 K, que aparece en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXXIII, Febrero de 2011, página 2331; la Tesis: I.4o.A.59 K, que figura en la misma Novena Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 1431; la 
Jurisprudencia 38, que se puede consultar en el Apéndice 2000, Tomo III, Administrativa, Jurisprudencia 
SCJN, Segunda Sala, página 45; la Tesis P. LXII/98, que se advierte en la Novena Época del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Pleno, página 56; la Tesis que se halla en la 
Octava Época del Semanario Judicial de la Federación Tomo XI, Febrero de 1993, página 253; la Tesis que 
igualmente se localiza en la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo II, Segunda Parte-1, 
Julio-Diciembre de 1988, página 261; la Tesis visible en la Séptima Época del Semanario Judicial de la 
Federación, Volumen 205-216, Sexta Parte, página 179; la Tesis que también se publicara en la Séptima Época 
del Semanario Judicial de la Federación, Volumen 199-204, Primera Parte, Pleno, página 58; la Tesis que 
asimismo se puede ver en la Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen 43, Sexta Parte, 
página 53, Ponencia del Señor Ministro Guillermo Guzmán Orozco; la Tesis que se encuentra en la Sexta 
Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen CXXXVI, Tercera Parte, Segunda Sala, página 21; la 
Tesis que se puede consultar en la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen LXXXII, 
Tercera Parte, Segunda Sala, página 29; la Tesis que se ve en la misma Sexta Época del Semanario Judicial de la 
Federación, Volumen LVII, Tercera Parte, Segunda Sala, página 65; la Tesis que se halla en la Sexta Época del 
Semanario Judicial de la Federación, Volumen LI, Tercera Parte, Segunda Sala, página 11; la Tesis que aparece 
en la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen XLI, Tercera Parte, Segunda Sala, página 
11, ponencia del Señor Ministro Felipe Tena Ramírez; la Tesis que se localiza en la propia Sexta Época del 
Semanario Judicial de la Federación, Volumen XIX, Tercera Parte, Segunda Sala, página 57; la Tesis que se ve 
en la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen XIII, Tercera Parte, Segunda Sala, página 
15, ponencia del Señor Ministro Felipe Tena Ramírez; la Tesis que se aprecia en la Sexta Época del Semanario 
Judicial de la Federación, Volumen IV, Tercera Parte, Segunda Sala, página 120, ponencia del Señor Ministro 
Felipe Tena Ramírez; la Tesis que se lee en la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 
CXV, Segunda Sala, página 486; la Tesis que se ve en la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, 
Tomo CX, Segunda Sala, página 1007; la Tesis visible en la Quinta Época del Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo CVIII, Segunda Sala, página 1398; la Tesis que se advierte Quinta Época del Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo LXXIII, Segunda Sala, página 5523, ponencia del Señor Ministro Gabino 
Fraga y la Tesis que aparece en el Informe rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación por su Presidente 
al terminar el año 1956, página 46, entre otras, que señalan: “FACULTADES DISCRECIONALES DE LAS 
AUTORIDADES. LIMITACIÓN A SU EJERCICIO.- El otorgamiento de facultades discrecionales a las 
autoridades no está prohibido, y ocasionalmente su uso puede ser conveniente o necesario para lograr el fin que 
la ley les señala; sin embargo, su ejercicio debe limitarse de manera que impida la actuación arbitraria de la 
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autoridad, limitación que puede provenir de la propia disposición normativa, la cual puede establecer 
determinados parámetros que acoten el ejercicio de la atribución razonablemente, o de la obligación de 
fundamentar y motivar todo acto de autoridad”; “GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS LA 
SUSPENSIÓN. SI NO SE PUEDE MOTIVAR SU CUANTÍA.- Es indiscutible que la exigencia de 
motivación obliga a los Jueces a encontrar los criterios razonables y objetivos necesarios para justificar el apego 
de sus resoluciones a las disposiciones jurídicas aplicables, a buscar esos criterios con mayor ahínco, paciencia y 
perseverancia, a medida que el caso presente mayor grado de dificultad. De esta obligación no queda exento el 
acto de fijación del monto de una garantía, para que surta efectos la suspensión de los actos reclamados en el 
juicio de amparo, aunque se lleve a cabo en ejercicio de la facultad discrecional que le otorga el artículo 125 de la 
Ley de Amparo, ya que discrecionalidad no es sinónimo de capricho o arbitrariedad, sino realización de una 
actividad razonable, de sentido común, de prudencia y ponderación. No obstante, cuando las circunstancias que 
rodean un asunto son tan vagas, generales e imprecisas, que no revelan claramente probabilidad o certeza 
para definir, de modo verosímil y aceptable el monto de la garantía, pero la medida cautelar sí puede causar 
daños y perjuicios, aunque al momento de otorgar la medida sea difícil o imposible su cuantificación, se presenta 
lo siguiente: el Juez está obligado a fijar una garantía, por un monto determinado, pero también a motivar 
adecuada y suficientemente la cuantificación de la garantía, sin que la falta de bases para cumplir con la segunda 
obligación, exima al Juez del cumplimiento de la primera; para resolver el problema el juzgador debe fijar la 
garantía que considere idónea, en aplicación del principio general del derecho, referente a que a lo imposible 
nadie está obligado, y admitir su validez, si a la luz de los pocos datos existentes no se traduce un claro exceso 
de poder, caso en el cual, cualquiera de las partes que se sienta afectada podría conseguir una cuantificación 
distinta con la presentación de elementos o argumentos en el recurso que haga valer contra la resolución”; 
“CONCEPTOS JURÍDICOS INDETERMINADOS. LA FORMA DE ACTUALIZARLOS AL CASO 
CONCRETO EXIGE UN PROCESO ARGUMENTATIVO QUE DEBE REDUCIR LA 
DISCRECIONALIDAD Y LAS APRECIACIONES SUBJETIVAS, ELIMINANDO LA 
ARBITRARIEDAD.- Definir un concepto jurídico indeterminado puede ser complejo y requerir de una especial 
valoración, sobre todo cuando el lenguaje empleado en su redacción implique conceptos científicos, tecnológicos, 
axiológicos, económicos, políticos, sociológicos o de otras disciplinas, pues de suyo requiere acudir a ellas. 
Frente a tal caso es menester acudir a valores, principios e intereses que resulten compatibles con el fin de los 
actos administrativos para esclarecer el contenido y alcance de dichos conceptos. Por tanto, la subsunción puede 
ser discutible y opinable e implica estar en zonas de incertidumbre decisoria o probabilidad que necesariamente 
conducen a una discrecionalidad cognitiva o de juicio. Sin embargo, tener que sortear tales imprecisiones y 
vaguedad en la apreciación intelectiva y cognoscitiva no es en realidad un caso de discrecionalidad ni de 
apreciaciones subjetivas. Efectivamente, al tenor de la intelección de los fines de la norma, aunado a la 
estimación de valores, políticas, principios e intereses en conflicto, todo ello situado en su contexto e 
interactuando, se obtiene que la autoridad debe encontrar una solución o respuesta en el caso concreto. Para 
completar la idea conviene distinguir que los conceptos jurídicos indeterminados pueden ser: a) Conceptos de 
experiencia que consisten en apreciar hechos; la competencia del Juez es ilimitada y b) Conceptos de valor donde 
además de apreciar los hechos, se implican juicios de valor que pueden ser técnicos, por ejemplo, impacto 
ambiental, interés público, utilidad pública. Ello exige un proceso argumentativo en el que entran en juego 
valoraciones político-morales vigentes en el medio social pues sólo así es posible adscribir un significado a los 
conceptos indeterminados frente a la situación prevaleciente, de suerte que la autoridad debe motivar cómo es 
que valoró y connotó, hecho y derecho, ya que a pesar de las apariencias se trata de un esquema condicional en 
el que se debe aplicar la regla a través de la subsunción y asignación de las consecuencias que el fin de la norma 
exige atender -intención y propósito del sistema normativo-. Así pues, la teoría de los conceptos jurídicos 
indeterminados reduce la discrecionalidad administrativa, eliminando la arbitrariedad de todo aquello que 
deba ser juzgado en términos de legalidad o justicia, pues la interpretación del concepto no necesariamente 
deriva del texto de la disposición que lo establece, sino del sentido contextual del ordenamiento”; 
“FACULTADES DISCRECIONALES. APRECIACIÓN DEL USO INDEBIDO DE ELLAS EN EL 
JUICIO DE AMPARO.- El uso del arbitrio o de la facultad discrecional que se concede a la autoridad 
administrativa puede censurarse en el juicio de amparo cuando se ejercita en forma arbitraria o caprichosa, 
cuando la decisión no invoca las circunstancias que concretamente se refieren al caso discutido, cuando éstas 
resultan alteradas o son inexactos los hechos en que se pretende apoyar la resolución, o cuando el razonamiento 
en que la misma se apoya es contrario a las reglas de la lógica”; “FACULTADES DISCRECIONALES. 
APRECIACIÓN DEL USO INDEBIDO DE LAS CONCEDIDAS A LA AUTORIDAD.- La base toral de 
las facultades discrecionales es la libertad de apreciación que la ley otorga a las autoridades para actuar o 
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abstenerse, con el propósito de lograr la finalidad que la propia ley les señala, por lo que su ejercicio implica, 
necesariamente, la posibilidad de optar, de elegir, entre dos o más decisiones, sin que ello signifique o permita la 
arbitrariedad, ya que esa actuación de la autoridad sigue sujeta a los requisitos de fundamentación y 
motivación exigidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual 
permite que los actos discrecionales sean controlados por la autoridad jurisdiccional”, “FACULTAD 
DISCRECIONAL. NO IMPLICA EL EJERCICIO DE UNA ACTIVIDAD ARBITRARIA POR PARTE 
DEL JUZGADOR. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).- El artículo 262 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, en sus diversas fracciones, otorga al juzgador facultades 
discrecionales o potestativas para formar su propia convicción; una de éstas es la de ordenar traer a la vista algún 
documento, que le facilite el conocimiento de la verdad real sobre los hechos litigiosos o sobre alguna cuestión 
relacionada con los presupuestos procesales, o bien, con las condiciones necesarias para el ejercicio de la acción. 
Es cierto, según quedó expresado, que se trata de una facultad discrecional y, por tanto, en principio es válido 
sostener que queda al prudente arbitrio del órgano jurisdiccional ejercitarla o no. Sin embargo, discrecionalidad 
no significa arbitrariedad, por lo que hay casos de excepción en los que de las actuaciones judiciales se 
desprende la posibilidad de que se lesionen gravemente lo derechos procesales de las partes o de que se siente un 
precedente que podría ser funesto para la administración de justicia, supuestos en que el juzgador está obligado a 
ejercitar la facultad que la ley le confiere para mejor proveer; o dicho en otro giro, si de las actuaciones 
judiciales se desprende la presunción de que una de las partes, por su conducta procesal, no se haya conducido 
con verdad y haya tratado de sorprender la buena fe del órgano jurisdiccional, con actos de carácter ilícito (como 
lo es, el que antes de la iniciación del juicio se haya producido el fallecimiento de quien en éste aparezca como 
parte actora), si el propio órgano jurisdiccional puede fácilmente constatar la existencia de esa irregularidad 
haciendo uso de tal facultad, debe ejercitarla para cumplir con las finalidades propias de su función”; 
“FACULTADES DISCRECIONALES. AUTORIDADES FISCALES.- El artículo 66 del Código Fiscal de 
la Federación establece una facultad discrecional en favor de las autoridades fiscales, la cual si bien es cierto 
que no es para ejercerse o aplicarse en forma caprichosa o arbitraria, dado que la autoridad para tal efecto debe 
ajustarse a la ley y a la lógica (fundamentación y motivación), y desde luego está sujeta a control constitucional, 
también lo es que el hecho de que el particular satisfaga los requisitos previstos en la hipótesis legal, no es 
suficiente para que la autoridad forzosamente deba aplicar la consecuencia, ya que ésta queda a su discreción, 
naturalmente expresada en forma fundada y motivada”; “DESVÍO DE PODER Y OTRAS CAUSAS DE 
ANULACIÓN DE LOS ACTOS DISCRECIONALES DE LA ADMINISTRACIÓN. APLICACIÓN DE 
LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 238 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE.- 
Los actos en cuya formación gocen de discrecionalidad las autoridades administrativas no escapan del control 
que ejercen los tribunales del país: éstos, entre ellos el Tribunal Fiscal de la Federación pueden invalidarlos por 
razones de ilegalidad, por razones de inconstitucionalidad o por una causal de anulación que les es aplicable 
específicamente conocida como desvío de poder. Se anulará por razones de ilegalidad cuando en la emisión del 
acto no se haya observado el procedimiento previsto por la ley, los supuestos y requisitos establecidos en la 
misma, o no cumpla con todos sus elementos de validez, como podría ser la competencia o la forma. Será 
declarado inconstitucional cuando la autoridad haya violado las garantías consagradas por la Constitución en 
favor de todos los gobernados, como la fundamentación, la motivación y la audiencia, entre otras. Igual sucederá 
cuando se contravenga alguno de los principios generales de derecho, porque la decisión de la autoridad parezca 
ilógica, irracional o arbitraria, o bien que contraríe el principio de igualdad ante la ley. Por último, en esta 
categoría de actos opera una causal específica de anulación denominada desvío de poder, regulada concretamente 
por la fracción V del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que se produce cuando a pesar de la 
apariencia de la legalidad del acto, se descubre que el agente de la administración emplea un medio no 
autorizado por la ley para la consecuencia de un fin lícito (desvío en el medio), o utiliza el medio establecido 
por la norma para el logro de un fin distinto del perseguido por ella (desvío en el fin), en cuyos casos estará 
viciado de ilegitimidad el acto”; “IMPUESTOS. SUS CARACTERES, FORMA CONTENIDO Y 
ALCANCES DEBEN CONSIGNARSE EN LA LEY.- El artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General de la República establece la necesidad de que las cargas tributarias para los gobernados se 
encuentren previstas en una ley, lo cual significa no sólo que el acto creador del impuesto deba emanar del 
Poder Legislativo, sino que se consigne de manera expresa en la ley que establece el tributo, los caracteres 
esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación tributaria; esto es, los hechos 
imponibles, los sujetos pasivos de la obligación, así como el objeto, la base y la cantidad de la prestación, de tal 
manera que a las autoridades exactoras no les quede ningún margen de discrecionalidad en cuanto a dichos 
elementos a fin de evitar arbitrariedades y lograr que sus funciones se constriñan a aplicar, en los casos 
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concretos, las disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad por el Poder 
Legislativo, para que así el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda en todo momento conocer la forma cierta 
de contribuir para los gastos públicos. Dicho en forma breve, la arbitrariedad de la imposición y la 
imprevisibilidad de las cargas tributarias son las que deben considerarse contrarias a la fracción IV del artículo 31 
constitucional”; “MARCAS. ARBITRIO DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. CONTROL 
CONSTITUCIONAL.- Cuando se solicita el registro de una marca, y la autoridad examina si esa marca es 
susceptible de confundirse con otra, en términos de los artículos 105 y 106 de la Ley de la Propiedad 
Industrial, y si ampara o no productos iguales o similares, dicha autoridad no está dotada de facultades 
discrecionales, sino de un arbitrio semejante al judicial, pues si se dan las hipótesis de la norma, la autoridad 
está obligada a aplicar sus consecuencias legales, y a la inversa. Las facultades discrecionales se caracterizan 
por el hecho de que, aun dada la hipótesis normativa, queda la autoridad facultada para aplicar o no sus 
consecuencias. Determinar el parecido de dos marcas o dos clases de productos, es materia de arbitrio, no de 
discreción, siendo de notarse que en uno y otros casos, tiene que haber un juicio más o menos subjetivo, aunque 
basado en dichos objetivos, para llegar a una conclusión legal sobre si se ha satisfecho o no la hipótesis normativa 
para, en caso afirmativo, aplicar ineludiblemente la consecuencia legal prevista en la propia norma. En éste 
sentido, aunque llegando a la misma conclusión de que el juicio de las autoridades administrativas sí es revisable 
por el Juez de amparo, éste tribunal modifica la tesis que anteriormente sostuvo, en el sentido de que se trata de 
facultades discrecionales revisables, por no ser facultades arbitrarias”; “FACULTAD DISCRECIONAL DE 
LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. DEBE EJERCITARLA RAZONÁNDOLA DENTRO DE LA 
LEY.- Es infundado el argumento de la autoridad responsable de que obra dentro de la ley al conceder o 
negar licencias para el expendio de bebidas alcohólicas en uso de la facultad discrecional que la misma le 
confiere, pues aun en ese supuesto, cabe precisar que el hecho de que una autoridad cuente con facultades 
discrecionales para la realización de determinadas actividades, no la libera de la obligación de fundar y 
motivar debidamente sus resoluciones, ni la faculta para actuar en forma arbitraria y caprichosa”; “MULTA, 
FALTA DE MOTIVACIÓN Y FUNDAMENTACIÓN DEL MONTO DE UNA.- Si al imponer una multa se 
dan los motivos que orillaron a la autoridad administrativa a la aplicación de la sanción que se encuentra 
regulada por precepto legal entre un máximo y un mínimo; es decir, se funda y motiva la procedencia legal de 
la imposición de una multa, pero no aparecen en la resolución contenida en el oficio que constituye el acto 
reclamado, los motivos y razones por las cuales, se le impone a la sociedad quejosa el máximo de la multa debe 
estimarse no motivada e infundada la resolución reclamada. El arbitrio de la autoridad administrativa para la 
fijación del monto de la multa, sin establecer grados y sin referirse a circunstancias atenuantes, ni a la gravedad 
de la infracción para sancionarla conforme a una escala, debe entenderse como la facultad discrecional de dicha 
autoridad administrativa de razonar la imposición de una multa máxima, lo cual es lógico y jurídico, para que no 
se llegue a la arbitrariedad. Es decir, que una escala que regula el monto de una sanción, implica el supuesto 
lógico de que el mínimo debe corresponder a una infracción de menor cantidad que aquella que debe ameritar el 
máximo, como infracción grave. Es por lo anterior, que existe la obligación de motivar debidamente la gravedad 
de la infracción cuando se aplica el máximo de la sanción establecida por el precepto. No vale el argumento en el 
sentido de que la ley no establece grados ni circunstancias atenuantes, porque aunque así fuere por encima 
del precepto aludido, impera el artículo 16 Constitucional al establecer categóricamente la obligación de las 
autoridades de motivar debidamente sus actos”; “FACULTADES DISCRECIONALES.- La Segunda Sala de 
la Suprema Corte ha establecido que si bien el ejercicio de la facultad discrecional está subordinado a la regla 
del artículo 16 de la Constitución Federal, en cuanto este precepto impone a las autoridades la obligación de 
fundar y motivar los actos que puedan traducirse en molestias a la posesión y derechos de los particulares, y 
aunque dicho ejercicio suponga un juicio subjetivo del autor del acto que no puede ni debe sustituirse por el 
criterio del Juez, si está sujeto al control de este último, por lo menos cuando el juicio subjetivo no es razonable, 
sino arbitrario y caprichoso y cuando es notoriamente injusto o contrario a la equidad, pudiendo añadirse que 
dicho control es procedente cuando en el referido juicio no se hayan tomado en cuenta las circunstancias de 
hecho, o sean alteradas injustificadamente, así como en los casos en que el razonamiento sea ilógico o contrario a 
los principios generales del derecho”; “ARBITRIO. FACULTADES DISCRECIONALES.- Aunque en 
términos generales debe respetarse el arbitrio de la autoridad administrativa, que se ejercite prudentemente, sin 
embargo el mencionado arbitrio puede ser controlado en el juicio de amparo. No es exacto que, al conceder o 
negar el registro de una marca, o al resolver favorable o desfavorablemente a una solicitud de nulidad de registro, 
la autoridad administrativa emplee un criterio que pueda calificarse de "subjetivo" y, por ello, incontrolable 
siempre en el juicio de amparo. El uso del arbitrio sólo es legítimo cuando el funcionario que goza de él se apoya 
en datos objetivos y, partiendo de tales datos, razona las conclusiones a que llega en ejercicio del mismo arbitrio, 
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y en el juicio de amparo puede controlarse el uso de las facultades discrecionales, cuando éstas se ejercitan en 
forma arbitraria y caprichosa, la decisión de la autoridad no invoca las circunstancias de hecho, las mismas son 
alteradas, o el razonamiento en que la resolución se apoya es ilógico”; “ARBITRIO.- El uso del arbitrio sólo es 
legítimo cuando el funcionario que goza de él se apoya en datos objetivos y, partiendo de tales datos, razona las 
conclusiones a que llega en ejercicio del mismo arbitrio, y que en el juicio de amparo puede controlarse el uso de 
las facultades discrecionales, cuando éstas se ejercitan en forma arbitraria y caprichosa, la decisión de la 
autoridad no invoca las circunstancias de hecho, las mismas son alteradas, o el razonamiento en que la resolución 
se apoya es ilógico”; “LICENCIAS, NEGATIVA PARA CONCEDERLAS.- Las facultades discrecionales 
que se otorgan a una autoridad, no son arbitrarias, sino que las mismas deben estar ajustadas a los principios 
legales que las rigen, o sea que debe motivarse y razonarse lógicamente la conclusión a que se llegue al 
ejercitarse la facultad discrecional; siendo esto así, la autoridad causa agravios al negar la licencia para apertura 
de un establecimiento si manifiesta solamente en esa negativa, que obedece a razones de interés público y a que 
la sociedad resultaría afectada por la apertura del establecimiento, pero sin expresar cuáles eran esas razones de 
interés público que se operan, ni tampoco por qué se afecta a la sociedad con la citada apertura de la 
negociación cuyo funcionamiento no está prohibido por la ley”; “AUTORIDADES, FACULTADES 
DISCRECIONALES DE LAS (AMPARO).- Puede controlarse en el amparo el uso de las facultades 
discrecionales, cuando las mismas se ejercitan en forma arbitraria y caprichosa, cuando la decisión de la 
autoridad no invoca circunstancias de hecho, cuando éstas son alteradas, o cuando el razonamiento en que la 
resolución se apoya es ilógico”; “FACULTADES DISCRECIONALES. SU CONTROL EN EL AMPARO.- 
El ejercicio de la facultad discrecional está subordinada a la regla del artículo 16 de la Constitución Federal, 
en cuanto este precepto impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar los actos que puedan 
traducirse en molestias a la posesión y derechos de los particulares. Aunque dicho ejercicio implica un juicio 
subjetivo del autor del acto que no puede ni debe sustituirse por el criterio del Juez, sí está sujeto al control de 
este último, por lo menos cuando el juicio subjetivo no es racional, sino arbitrario y caprichoso, y cuando es 
enteramente injusto o contrario a la equidad; y puede añadirse que dicho control es procedente cuando en el 
aludido juicio no se hayan tomado en cuenta las circunstancias de hecho, o sean alteradas injustificadamente, así 
como en los casos en que el razonamiento sea ilógico o contrario a los presupuestos generales del derecho”; 
“FACULTAD DISCRECIONAL DE LAS AUTORIDADES.- El ejercicio de la facultad discrecional está 
subordinado a la regla del artículo 16 de la Constitución Federal, en cuanto ese precepto impone a las 
autoridades la obligación de fundar y motivar los actos que puedan traducirse en molestias a la posesión y 
derechos de los particulares; y aunque dicho ejercicio supone un juicio subjetivo del autor del acto, que no puede 
ni debe substituirse por el criterio del Juez, sí está sujeto al control de este último, por lo menos cuando el juicio 
subjetivo no es razonable sino arbitrario y caprichoso y cuando es notoriamente injusto o contrario a la equidad, 
pudiendo admitirse que dicho control es procedente cuando en el referido juicio no se hayan tomado en cuenta las 
circunstancias de hecho, o sean alteradas injustificadamente, así como en los casos en que el razonamiento sea 
ilógico o contrario a los principios generales de derecho”; “FACULTAD DISCRECIONAL DE LAS 
AUTORIDADES.- El ejercicio de la facultad discrecional que tengan las autoridades, queda sujeta a control, en 
los casos en que el juicio subjetivo en que se funden, sea arbitrario caprichoso, notoriamente injusto o contrario a 
la equidad; puede añadirse también que dicho control es procedente cuando en tal juicio subjetivo no se hayan 
tomado en cuenta las circunstancias de hecho o sean alteradas injustificadamente, así como en los casos en que el 
razonamiento sea ilógico o viole los principios generales del derecho”; “AUTORIDADES FISCALES, 
FACULTADES DE LAS.- La facultad discrecional que se le concede a una autoridad fiscal no puede 
ejercitarla de una manera arbitraria, sino, cuando llegue el caso, debe fundarse su ejercicio”; “FACULTAD 
POTESTATIVA O DISCRECIONAL.- El uso de la facultad discrecional, supone un juicio subjetivo de la 
autoridad que la ejerce. Los juicios subjetivos escapan al control de las autoridades judiciales federales, toda vez 
que no gozan en el juicio de amparo de plena jurisdicción, y, por lo mismo, no pueden sustituir su criterio al de 
las autoridades responsables. El anterior principio no es absoluto, pues admite dos excepciones, a saber: cuando 
el juicio subjetivo no es razonable sino arbitrario y caprichoso, y cuando notoriamente es injusto e inequitativo. 
En ambos casos no se ejercita la facultad discrecional para los fines para los que fue otorgada, pues es evidente 
que el legislador no pretendió dotar a las autoridades, de una facultad tan amplia que, a su amparo, se lleguen 
a dictar mandamientos contrarios a la razón y a la justicia. En estas situaciones excepcionales, es claro que el 
Poder Judicial de la Federación puede intervenir, toda vez que no puede estar fundado en ley un acto que se 
verifica evadiendo los límites que demarcan el ejercicio legítimo de la facultad discrecional” y “JUICIO 
SUBJETIVO DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.- Por lo que hace la posibilidad de estudio en 
el amparo del juicio subjetivo en que las responsables se hayan apoyado al emitir el acto que se reclama, ya la 
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 C) Violación de la garantía de legalidad.- Del texto los artículos 104 de la Ley de 
Amparo y 10, fracción XIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
claramente se advierte que se trata de normas carentes de contenido real (al igual que las 
normas penales en blanco), porque no indican cuál es el parámetro que debe considerar el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para poder desechar un recurso de 
revisión en amparo directo, lo que de suyo viola la garantía de legalidad consagrada en el 
artículo 16 de la Lex Legum. De esa guisa, las normas en estudio equivalen a que en materia 
penal se señalara que “el juez establecerá la sanción que corresponda”, sin señalar ningún tipo 
de margen a su actuación, de suerte que quien aplicara tal disposición podría sancionar a un 
delincuente con multa de cien pesos o con cien años de prisión. Igualmente en materia 
administrativa, las normas que no establecen los parámetros para sancionar conductas de los 
gobernados, deben prescribir bases claras para ello, y cuando no lo hacen resultan 
inconstitucionales. 
 
 De esa forma, la aplicación de las normas de que se trata permite una absoluta 
arbitrariedad, al carecer de parámetro alguno que de margen a la actuación del Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues no se dan bases para razonarla. En ese sentido, 
resulta aplicable la Jurisprudencia 257, que se lee en el Apéndice de 2011, Tomo I. 
Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Décima Tercera Sección - 
Fundamentación y motivación, Pleno, página 1228 (Registro 1011549), que reza: 
 

“AUTORIDADES.- Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les 
permite”10. 

 
Segunda Sala de la Suprema Corte en ejecutorias pronunciadas en los tocas: 5902/41, Alberto E. Danel, 522/51, 
Central Michoacana de Azúcar y 150/50 Ramón F. de Negri, ha establecido que si bien el ejercicio de la facultad 
discrecional está subordinado a la regla del artículo 16 de la Constitución Federal, en cuanto este precepto 
impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar los actos que puedan traducirse en molestias a la 
posesión y derechos de los particulares, y aunque dicho ejercicio suponga un juicio subjetivo del acto que no 
puede ni debe sustituirse por el criterio del Juez, si está sujeto al control de este último, por lo menos cuando el 
juicio subjetivo no es razonable, sino arbitrario y caprichoso y cuando es notoriamente injusto o contrario a la 
equidad, pudiendo añadirse que dicho control es procedente cuando en el referido juicio no se hayan tomado en 
cuenta las circunstancias de hecho, o sean alteradas injustamente, así como en los casos en que el razonamiento 
sea ilógico o contrario a los principios generales del derecho. Así, pues, la tesis jurisprudencial que se cita por el 
Secretario de Economía quedó depurada y ampliada por las posteriores ejecutorias de referencia, de manera que 
la primera no ha quedado ya vigente en sus términos, sino con la ampliación de las demás, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 194 de la Ley de Amparo”. 
10 En el mismo sentido se aprecian la Jurisprudencia 166, que aparece en el Apéndice 1917-Septiembre 2011, 
Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Décima, Primera Sección - 
Irretroactividad de la ley y de su aplicación, Segunda Sala, página 1093 (Registro 1011458), ponencia del Señor 
Ministro Felipe Tena Ramírez; la Jurisprudencia 2a./J. 121/2008, que se ubica en la Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, Segunda Sala, página 220 (Registro 
168938); la Tesis I.3o.C.52 K que asimismo se halla en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo XVII, Abril de 2003, página 1050 (Registro 184546); la Jurisprudencia 42, que aparece en el 
Apéndice (actualización 2002), Tomo VI, Común, Primera Sala, página 55 (Registro 922500); la Jurisprudencia 
XXIII.3o. J/1, que figura en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, 
Octubre de 2002, página 1299 (Registro 185617); la Jurisprudencia 833, que se lee en el Apéndice el Semanario 
Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo III, Parte TCC, página 637 (Registro 391723); la Tesis que figura en 
la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1988, página 
144 (Registro 231059); la Tesis que se localiza en la Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación, 
Volumen 145-150, Sexta Parte, página 119 (Registro 250860), ponencia del Señor Ministro Guillermo Guzmán 
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Orozco; la Tesis que se puede consultar en la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación, Volumen LI, 
Tercera Parte, Segunda Sala, página 66 (Registro 267357) ponencia del Señor Ministro Felipe Tena Ramírez; la 
Tesis que se ubica en el Informe 1950, Segunda Sala, página 39 (Registro 814256); la Tesis publicada en la 
Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXXX, Segunda Sala, página 4656 (Registro 
323756); la Tesis que se encuentra en la propia Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 
LXV, Segunda Sala, página 1917 (Registro 328960); la Tesis que figura en la propia Quinta Época del Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo XLI, Segunda Sala, página 944 (Registro 336190) y la Tesis ubicada en la propia 
Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XLI, Segunda Sala, página 3704 (Registro 
383637); la Tesis que se lee en la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XV, Pleno, 
página 250 (Registro 810781) y la Tesis que se puede advertir asimismo en la Quinta Época del Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo XXIX, Segunda Sala, página 669 (Registro 337926), que enseñan: 
“RETROACTIVIDAD. NO SOLAMENTE PUEDE PRESENTARSE COMO CONFLICTO DE LEYES 
EN EL TIEMPO. CIRCULARES.- En aquellos casos en que la conducta del gobernado no haya sido normada 
en forma alguna por el Poder Legislativo, de manera que no pueda ser considerada prohibida, ni válida 
únicamente cuando se ciña a determinadas restricciones, su realización constituirá el ejercicio de un "derecho", 
emanado precisamente de la ausencia de una ley reguladora, y tutelado, por lo mismo, por el orden jurídico, en 
cuanto éste, al dejar intacto el ámbito de libertad en que tal conducta es factible, tácitamente ha otorgado 
facultades para obrar discrecionalmente dentro del mismo. Por consiguiente, la ausencia de normas limitativas de 
la actividad del individuo configura un derecho respetado por las autoridades, aun por el propio legislador, cuya 
vigencia desaparecerá hasta que surja una norma legislativa al respecto. Es decir, antes de la prevención 
legislativa, el derecho estriba en poder obrar sin taxativas; después de ella, el derecho está en obrar conforme a tal 
prevención, pues mientras las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les faculta, el gobernado puede 
hacer todo lo que dicha ley no le prohíbe. Establecido que la ausencia de normas legislativas configuran para el 
gobernado el derecho de obrar libremente, y que tal derecho también es tutelado por el orden jurídico, porque 
todo lo no prohibido por las normas legales ni sujeto a determinadas modalidades le está por ellas permitido, 
tiene que admitirse que el surgimiento de una ley que regule una situación hasta entonces imprevista 
legislativamente sólo puede obrar hacia el futuro, ya que de lo contrario estaría vulnerando el artículo 14 
constitucional, que estatuye que a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Ahora 
bien, si en un caso no existía ley alguna anterior a unas circulares reclamadas, que fijara el precio oficial de un 
producto para los efectos de la cuantificación del impuesto de exportación, los quejosos tuvieron el derecho de 
exportar tal producto al precio que estimaron pertinente, tomando en cuenta para su fijación exclusivamente los 
costos de producción y un margen de utilidad. En consecuencia, las circulares que "rigen situaciones anteriores a 
la fecha de su publicación" vulneran el derecho de los quejosos derivado precisamente de la ausencia de 
disposiciones legales que lo limitaran o reglamentaran”; “DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES PAGADAS 
INDEBIDAMENTE. ACORDE CON EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
SI LA AUTORIDAD CONSIDERA QUE DEBEN SUBSANARSE IRREGULARIDADES DE LA 
SOLICITUD RESPECTIVA O DE SUS ANEXOS, A QUIEN DEBE REQUERIR ES AL 
SOLICITANTE.- Si se tiene en cuenta, por una parte, que conforme a los principios de legalidad y seguridad 
jurídica contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 
autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite y, por otra, que el artículo 22 del Código Fiscal de la 
Federación establece que las autoridades fiscales, para verificar la procedencia de la devolución de cantidades 
pagadas indebidamente, podrán requerirle al contribuyente los datos, informes o documentos adicionales que 
consideren necesarios y que estén relacionados con aquélla, es indudable que en este último supuesto no está 
incluida la facultad de requerir a personas distintas del contribuyente para que realicen las aclaraciones señaladas 
a fin de que la autoridad resuelva lo procedente respecto de la solicitud de devolución, en virtud de que se 
violentarían los indicados principios constitucionales. Esto es, si existe alguna irregularidad en la solicitud 
respectiva o en sus anexos, la autoridad únicamente puede requerir al contribuyente para que la subsane, pero 
atendiendo a la máxima de que nadie está obligado a lo imposible, ese requerimiento sólo debe ser en relación 
con lo que esté a su alcance o le sea directamente imputable. Lo anterior no implica desconocer la facultad de la 
autoridad para requerir a terceros, relacionados con los contribuyentes, los datos, informes o documentos que 
estime pertinentes; sin embargo, solamente puede hacer uso de tal potestad cuando decida ejercer sus facultades 
de comprobación”; “ACTOS DE MOLESTIA. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBEN REVESTIR PARA 
QUE SEAN CONSTITUCIONALES.- De lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal se 
desprende que la emisión de todo acto de molestia precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos 
mínimos, a saber: 1) que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo 
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funcionario; 2) que provenga de autoridad competente; y, 3) que en los documentos escritos en los que se 
exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento. Cabe señalar que la primera de estas exigencias tiene 
como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado 
pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. Asimismo, 
que el acto de autoridad provenga de una autoridad competente significa que la emisora esté habilitada 
constitucional o legalmente y tenga dentro de sus atribuciones la facultad de emitirlo. Y la exigencia de 
fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los 
preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer el acto de autoridad, 
presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las 
autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite; mientras que la exigencia de motivación se traduce en 
la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se 
encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que afirma aplicar. Presupuestos, el 
de la fundamentación y el de la motivación, que deben coexistir y se suponen mutuamente, pues no es posible 
citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate, ni exponer razones sobre hechos que 
carezcan de relevancia para dichas disposiciones. Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos 
de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos 
legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la 
causa legal del procedimiento”; “PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES ILEGAL 
EL APERCIBIMIENTO HECHO AL OFERENTE EN EL SENTIDO DE QUE DE RESULTAR FALSOS 
O INCORRECTOS LOS DOMICILIOS SEÑALADOS PARA CITAR A LOS TESTIGOS, AQUÉLLA 
SE DECLARARÁ DESIERTA.- El apercibimiento puede emplearse como una advertencia o prevención que la 
autoridad hace a determinada persona, de las consecuencias desfavorables que podrá acarrearle la realización de 
ciertos actos u omisiones, o bien, como una sanción que el juzgador puede imponer a sus subordinados y también 
a quienes perturben o contraríen el normal desarrollo de las audiencias y demás actividades judiciales o falten al 
respeto y consideración debidos a la administración de justicia. De lo anterior deriva que no puede constituir 
propiamente un verdadero apercibimiento el que se realiza al oferente de la prueba testimonial, consistente en 
que, de no resultar ciertos los domicilios de los testigos propuestos, se declarará desierta tal prueba, en virtud de 
que no existe advertencia alguna previa al ofrecimiento de dicha probanza, en el que se señalaron los nombres y 
domicilios de los testigos a citar, que pueda acarrear la realización de ciertos actos u omisiones, sino que se 
efectúa después de que se hizo tal oferta. Lo antes expuesto es así, porque el artículo 167 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, interpretado en forma estricta, no autoriza a 
realizar apercibimiento alguno en tal sentido, y si las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite, es 
claro que no debe prejuzgarse si los domicilios señalados por el oferente de la prueba testimonial son o no ciertos. 
Además, la falta de apercibimiento previo no repercutiría en la celeridad del procedimiento, ya que la justicia 
debe obtenerse a través de un procedimiento que garantice una efectiva defensa que permita al juzgador conocer 
con mayor precisión la verdad legal, aspecto este que evidentemente redundaría en darle mayor seguridad y 
certeza jurídica a sus resoluciones, por lo que, si no resultan ciertos los domicilios de los testigos, el juzgador 
estará, hasta ese momento, en aptitud de realizar el apercibimiento adecuado, según el caso que se actualice, y 
ahora sí, en aras de la celeridad del procedimiento”; “VAGANCIA Y MALVIVENCIA. EL ARTÍCULO 190 
DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, AL PREVER EL NO DEDICARSE EL 
SUJETO ACTIVO A UN TRABAJO HONESTO, TRANSGREDE LA GARANTÍA DE LIBERTAD 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1o. CONSTITUCIONAL.- De conformidad con los postulados y 
principios fundamentales que acoge nuestra Constitución, las autoridades, los poderes y los órganos del 
Estado están sujetos a la ley en su organización, funcionamiento, facultades y atribuciones, y sólo pueden 
actuar en aquello que les ha sido concedido, pues en lo que guarda silencio lo tienen prohibido; en tanto que 
tratándose de particulares, ese silencio les garantiza que lo que no les está prohibido es lícito y permitido. La 
libertad personal prevista como garantía individual tanto en el artículo 1o. como en los principios fundamentales 
del derecho que en forma abstracta están contemplados en la parte dogmática de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, debe entenderse como un atributo consustancial de la naturaleza humana y como la 
facultad de elección para hacer o dejar de hacer algo, siempre que no se perjudiquen derechos de tercero. Por su 
parte, los artículos 5o. y 123 de la Carta Magna tutelan la garantía de libertad de trabajo, entendida ésta como la 
facultad que la persona tiene de escoger, a su libre arbitrio, la profesión, industria, comercio o trabajo que mejor 
le acomode, con las únicas limitantes de que no se trate de una actividad ilícita, no se afecten derechos de 
terceros, ni de la sociedad en general y la obligación del Estado de garantizar el ejercicio de esa facultad. Estas 
disposiciones constitucionales son acordes con el artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 



16 
 

 
que consagra el derecho que tiene todo gobernado a un trabajo digno y socialmente útil. Conforme a esta garantía 
individual, el Estado no está en aptitud constitucional ni legal de imponer al gobernado actividad u ocupación 
alguna contra su voluntad, fuera de los casos expresamente determinados, dado que debe respetar la que aquél 
haya seleccionado a su libre arbitrio, en atención al desarrollo de su personalidad en la sociedad en que se 
desenvuelva. Además de que los preceptos mencionados establecen garantías del individuo, no obligaciones, y 
aun cuando el derecho de que se trata no otorga al gobernado la facultad de no trabajar, tampoco establece la 
obligación a su cargo de dedicarse a un trabajo digno y socialmente útil. Por ende, el artículo 190 del Código 
Penal del Estado de Aguascalientes, al establecer como elemento constitutivo del cuerpo del delito de vagancia y 
malvivencia el elemento consistente en que la persona no se dedique a un trabajo honesto sin causa justificada, 
anula la libertad personal de elección y decisión del gobernado, entre trabajar y dejar de hacerlo, lo que 
transgrede la garantía de libertad consagrada en el indicado artículo 1o. constitucional, ya que impone al 
gobernado la obligación de trabajar so pena de sufrir privación de la libertad, al establecer como ilícito una 
elección permitida por el marco de libertades implícitas en régimen constitucional a favor de toda persona que se 
ubique en territorio nacional”; “CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, FACULTADES DE LAS 
AUTORIDADES DEBEN ESTAR EXPRESAMENTE ESTABLECIDAS EN LA LEY.- De conformidad 
con el principio de legalidad imperante en nuestro sistema jurídico, las autoridades sólo pueden hacer aquello 
para lo que expresamente las faculta la ley, en contraposición a la facultad de los particulares de hacer todo 
aquello que no les prohíbe la ley; de tal suerte que como la autoridad que emitió el acto pretende fundarse en el 
contenido del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, interpretado a contrario sensu, y emite un acuerdo 
revocatorio dejando insubsistente su resolución que negó mediante ciertos razonamientos la devolución de las 
diferencias al valor agregado; y tal disposición legal no confiere a aquella autoridad en forma expresa la facultad 
que se atribuye para proceder a la revocación del acuerdo impugnado en el juicio de nulidad, es inconcuso que 
ello viola garantías individuales infringiendo el principio de legalidad mencionado”; “AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS, FACULTADES DE LAS. LÍMITE.- El artículo 57 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no puede conceder facultades implícitas a las autoridades que 
menciona en su último párrafo, en virtud de que las autoridades administrativas sólo tienen las facultades de 
que enumeradamente están dotadas y cualquier ejercicio de facultades no conferidas, es un exceso en la 
comisión e implica un acto nulo; por lo tanto, el límite de las facultades está donde termina su expresa 
enumeración. Además, las facultades de las autoridades no pueden extenderse por analogía, por igualdad, ni 
por mayoría de razón a otros casos distintos de los expresamente previstos; la ampliación de las facultades así 
ejercida significaría la creación de una nueva facultad por lo que el intérprete sustituiría indebidamente al 
legislador constituyente que es el único que puede investir de facultades a los poderes federales”; 
“FACULTADES IMPLÍCITAS Y EXPLÍCITAS. MULTAS.- En un sistema constitucional como el nuestro, 
de facultades específicamente otorgadas a las autoridades, de manera que sólo pueden hacer lo que la ley les 
permite, a diferencia del particular, que puede hacer todo lo que la ley no le prohíbe, se debe estimar que las 
autoridades, para actuar con competencia en términos del artículo 16 constitucional al causar perjuicios o 
molestias a los particulares, deben actuar con facultades legales que les hayan sido otorgadas en la Constitución o 
en alguna ley. Por una parte, si hay cierto tipo de facultades que se otorgan en forma genérica, de manera que las 
autoridades no pueden actuar fuera de los fines, objetivos y materia que se les señalan, pero que al mismo tiempo, 
por la naturaleza misma de la facultad otorgada, resulta imposible que la propia Constitución contenga todos los 
elementos y matices de la facultad otorgada, y en estos casos, se deben estimar constitucionalmente otorgadas 
todas las facultades implícitas en las expresamente otorgadas, entendiendo por implícitas aquellas facultades sin 
las cuales sería nugatorio, o estéril, o se vería sustancialmente mermada la facultad que expresamente se otorgó. 
Y, aun tratándose de las facultades legislativas del Congreso, por ejemplo, que están sólo sucintamente 
enunciadas en el artículo 73 constitucional, la doctrina ha dicho que si el fin de la ley es legítimo, y si está dentro 
de los objetivos señalados en la Constitución, y los medios escogidos en la ley son claramente adecuados para 
alcanzar esos objetivos, y además no sólo no están prohibidos, sino que son compatibles con la letra y el espíritu 
de la Constitución, esa ley es constitucional. Pero hay otros campos en los que las facultades se otorgan en forma 
restrictiva, de manera que no puede hablarse ahí de facultades implícitas, y sólo se puede admitir que se ejerciten 
las facultades expresa y limitativamente otorgadas. Es el caso de las normas que imponen cargas fiscales, 
reconocido en el artículo 11 del Código Fiscal de la Federación y emanado primordialmente de la fracción IV del 
artículo 31 constitucional, conforme a la cual ningún cobro se puede hacer por la vía económico-coactiva ni 
aplicarse ninguna otra sanción a un particular, sin acudir a los tribunales previamente establecidos (como 
excepción a lo dispuesto en el artículo 14 constitucional), si no está claramente determinado en una ley, sin que 
las autoridades administrativas puedan ampliarse sus facultades al respecto por razones de interés público, o de 
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conveniencia en el ejercicio de sus facultades, ni por ningunas otras. En el caso de las multas y sanciones 
administrativas se está, evidentemente en la segunda hipótesis de las examinadas, y las facultades para imponer 
sanciones, así como las sanciones mismas y las hipótesis en que procede su aplicación, deben estar expresa y 
explícitamente enunciadas en la ley, sin que se pueda ampliar ni facultades, ni sanciones, ni hipótesis de 
infracción, ni por analogía, ni por mayoría de razón, ni porque indebidamente se estime que el que puede lo más 
debe poder lo menos. Luego, para imponer las sanciones a que restrictivamente se refiere el artículo 23, fracción 
VI, del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (sin analizar aquí si es el 
Congreso el que debe fijar las facultades de los órganos de autoridad del Ejecutivo, o si éste puede por sí y ante sí 
ampliarlas, otorgarlas o modificarlas), con base en ese precepto sólo tiene facultades el director general de 
Control y Vigilancia Forestal, sin que pueda asumirlas el secretario del ramo por analogía ni por mayoría de 
razón, ni por poder lo más, como superior de quien puede lo menos, porque esto violaría el sistema de facultades 
restringidas para imponer sanciones cobrables por la vía económico-coactiva, o imponibles sin acudir a los 
tribunales previamente establecidos”; “NORMAS LIMITADORAS DE LA ACTIVIDAD DEL 
INDIVIDUO.- La ausencia de normas limitadoras de la actividad del individuo, configura un derecho respetable 
por las autoridades, aun por el propio legislador, cuya vigencia desaparecerá hasta que surja una norma legislativa 
al respecto. Es decir, antes de la prevención legislativa, el derecho estriba en poder obrar sin taxativas; después de 
ella, el derecho está en obrar conforme a tal prevención, pues mientras las autoridades sólo pueden hacer lo que 
la ley les faculta, el gobernado puede hacer todo lo que dicha ley no le prohíbe. Establecido que la ausencia de 
normas legislativas configura para el gobernado el derecho de obrar libremente, y que tal derecho también es 
tutelado por el orden jurídico, porque todo lo no prohibido por las normas legales ni sujeto a determinadas 
modalidades le está por ellas permitido, tienen que admitirse que el surgimiento de una ley que regule una 
situación hasta entonces imprevista legislativamente, sólo puede obrar hacia el futuro, ya quede lo contrario 
estaría vulnerando el artículo 14 constitucional que estatuye que a ninguna ley se dará efecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna”; “AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, FACULTADES DE LAS.- Las 
autoridades administrativas sólo tienen las facultades que les otorgan las leyes y disposiciones aplicables; y si 
el jefe de la Oficina Federal de Hacienda en Orizaba, Veracruz, apartándose del acuerdo presidencial que 
desincorpora del dominio público un terreno y autoriza la venta del mismo en favor de los colonos ocupantes, 
previene a éstos que en un plazo de 10 días deben celebrar los contratos de venta, apercibiéndolos de que en caso 
contrario procederá a vender los lotes a terceras personas, incurre en violación del artículo 16 constitucional, por 
carecer su mandamiento de base y motivación legales”; “AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, 
FACULTADES DE LAS.- Las autoridades administrativas no tienen más facultades que las que 
expresamente les conceden las leyes, y cuando dicten alguna determinación que no está debidamente fundada y 
motivada en alguna ley, debe estimarse que es violatoria, de las garantías consignadas en el artículo 16 
constitucional”; “AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, FACULTADES DE LAS.- Dentro de nuestro 
régimen constitucional, de facultades enumeradas, las autoridades solamente pueden ejecutar aquellos actos 
para los cuales están expresamente autorizadas por la ley; por tanto, si las autoridades administrativas de un 
Estado, rechazan la publicación en el periódico oficial, de una convocatoria expedida por una empresa, para citar 
a sus accionistas a una asamblea, basándose en que quienes la suscribieron, no acreditaron el carácter de 
representantes legales de la empresa, no obran con justificación legal, pues dichas autoridades no están facultadas 
para dilucidar cuestiones de personalidad, las cuales sólo pueden ser dirimidas por las judiciales”; 
“AUTORIDADES, FACULTADES DE LAS.- Dentro del régimen de facultades expresas que prevalece en 
nuestro país, las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite”; “ACTO RECLAMADO, 
CONSTITUCIONALIDAD DEL.- Si el quejoso alega la inconstitucionalidad del acto que reclama, por omisión 
de los requisitos que la ley establece respecto del mismo, la carga de la prueba toca a la autoridad responsable, 
quien tiene la obligación de demostrar que obró dentro de la ley, pues conforme a nuestro régimen 
constitucional, las autoridades sólo pueden hacer lícitamente lo que la ley o los reglamentos les permiten, en 
tanto que los ciudadanos pueden hacer todo aquello que la ley o los reglamentos no les prohíben”; 
“AUTORIDADES.- Es un principio general de derecho constitucional, universalmente admitido, que las 
autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite” y “AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, 
FACULTADES DE LAS.- Las autoridades administrativas no tienen más facultades que las que 
expresamente les conceden las leyes, y cuando dictan alguna determinación que no está debidamente fundada y 
motivada en alguna ley, debe estimarse que es violatoria de las garantías consignadas en el artículo 16 
constitucional”. 
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 Luego, y como las que se vienen analizando no disponen nada que guíe la actuación 
del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es irrefragable que resultan 
inconstitucionales al permitir la arbitrariedad absoluta. 
 
 Finalmente a este respecto, es de acotar que las propias normas propenden a dejar en 
estado de indefensión al gobernado, pues impiden recurrir los actos del Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, independientemente de que se hallen fundados y 
motivados o sean absolutamente carentes de cualquier requisito legal y constitucional, siendo 
que el Poder Judicial de la Federación de ha pronunciado reiteradamente en el sentido de 
rechazar que así suceda11. 

 
11 A ese respecto son ilustratorias la Jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.) que se halla en la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 1, Primera Sala, página 437 
(Registro 2002649); la Jurisprudencia 2a./J. 113/2007 que figura en la Novena Época del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Julio de 2007, Segunda Sala, página 344 (Registro 171925); la 
Jurisprudencia P./J. 31/2004 que se advierte igualmente en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Mayo de 2004, Pleno, página 43 (Registro 181456); la Jurisprudencia 459, 
que aparece en el Apéndice 2000, Tomo VI, Común, página 396 (Registro 917993) y la Jurisprudencia P./J. 
133/99 que se puede consultar en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
X, Noviembre de 1999, Pleno, página 36 (Registro 192836), que enseñan: “SEGURIDAD JURÍDICA EN 
MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE.- La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que el principio de seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la 
República, es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal que lo que tutela es 
que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de 
indefensión. En ese sentido, el contenido esencial de dicho principio radica en "saber a qué atenerse" respecto de 
la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. Así, en materia tributaria debe 
destacarse el relevante papel que se concede a la ley (tanto en su concepción de voluntad general, como de razón 
ordenadora) como instrumento garantizador de un trato igual (objetivo) de todos ante la ley, frente a las 
arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la 
importancia de la ley como vehículo generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley 
como mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del Estado. De esta forma, las 
manifestaciones concretas del principio de seguridad jurídica en materia tributaria, se pueden compendiar en la 
certeza en el derecho y la interdicción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; la primera, a su vez, en la 
estabilidad del ordenamiento normativo, suficiente desarrollo y la certidumbre sobre los remedios jurídicos a 
disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse con las previsiones del ordenamiento; y, la segunda, 
principal, más no exclusivamente, a través de los principios de proporcionalidad y jerarquía normativa, por lo que 
la existencia de un ordenamiento tributario, partícipe de las características de todo ordenamiento jurídico, es 
producto de la juridificación del fenómeno tributario y su conversión en una realidad normada, y tal 
ordenamiento público constituirá un sistema de seguridad jurídica formal o de "seguridad a través del Derecho"”; 
“REVISIÓN EN AMPARO. CUANDO EL ÓRGANO REVISOR CONSIDERA FUNDADOS LOS 
AGRAVIOS Y REVOCA LA SENTENCIA QUE CONCEDIÓ LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, 
DEBE ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CUYO ESTUDIO OMITIÓ EL JUEZ DE 
DISTRITO, SIN IMPORTAR QUIÉN INTERPONGA EL RECURSO.- El artículo 91, fracción I, de la Ley 
de Amparo no contiene distinción en el sentido de que la procedencia del análisis de los conceptos de violación 
de cuyo estudio no se hizo cargo el juez federal al dictar la sentencia, sólo se realice dependiendo de quién sea el 
recurrente. Lejos de ello, el numeral en comento contiene la regla general de que cuando los agravios se estimen 
fundados, el órgano revisor deberá considerar los conceptos de violación no examinados, hipótesis que puede 
actualizarse sin importar quién interponga el recurso; la parte quejosa cuando se le niega el amparo y se 
inconforma con la sentencia del a quo porque habiendo propuesto varios conceptos contra los actos 
reclamados, no todos son estudiados; y las partes restantes, esto es, las autoridades responsables o la parte 
tercero perjudicada, cuando al combatir la sentencia de amparo, los motivos de inconformidad se consideren 
fundados, pero existen conceptos de violación no examinados, de manera que, en una y otra hipótesis subsiste la 
obligación del órgano revisor de examinar esos conceptos cuyo estudio no realizó el juzgador, de donde se 
puede concluir válidamente que el fin de la norma citada sea que se dirima la litis constitucional. Esto último es 
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así porque la falta de examen de los conceptos de violación en revisión implica dejar abierta la litis y también 
dejar en estado de indefensión al quejoso que ejerció la acción constitucional en contra de diversas autoridades 
por distintos actos específicos, ya sea de naturaleza legislativa o bien, actos de aplicación, toda vez que en estos 
casos debe subsanarse oficiosamente la omisión del órgano de primera instancia, que deriva de la circunstancia 
de que se estimaron fundados los agravios de la recurrente contra las consideraciones que se ocuparon 
únicamente de algún concepto de violación y no se hizo pronunciamiento expreso sobre otros. Por tanto, en casos 
como éste, cuando el tribunal revisor estima fundados los agravios hechos valer contra la sentencia recurrida, 
asume toda la jurisdicción del a quo y por ello está obligado a resolver el planteamiento tomando en 
consideración los conceptos de violación omitidos por el inferior”; “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA 
CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA.- El artículo 10, fracción 
III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiséis de mayo de mil novecientos noventa y cinco, que entró en vigor al día siguiente, establece que el 
recurso de revisión contra sentencias dictadas en amparo directo procede cuando se haya planteado en la 
demanda de garantías la inconstitucionalidad de una ley federal, local, del Distrito Federal, de un tratado 
internacional, o bien la interpretación directa de un precepto constitucional y en la sentencia recurrida se haya 
omitido decidir acerca de dichas cuestiones; esta última hipótesis se surte cuando, con violación al principio de 
congruencia, el Tribunal Colegiado haya desatendido en la sentencia los planteamientos de constitucionalidad 
que fueron expuestos en la demanda de garantías, o que los haya declarado inoperantes, insuficientes o 
inatendibles, ya que conforme a la citada disposición debe entenderse que la procedencia de dicho recurso se 
refiere a las cuestiones constitucionales reclamadas en la demanda de garantías, tomando en cuenta que la 
omisión en el estudio respectivo ocasiona a la recurrente un agravio que, de otra manera, sería irreparable y 
la dejaría en estado de indefensión”; “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. FALTA DE ESTUDIO DE 
LOS.- Si el tribunal de alzada, al resolver el recurso de apelación interpuesto por el procesado contra la 
sentencia condenatoria, omite estudiar los agravios del apelante, deja a éste en estado de indefensión, con 
violación de las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y, consecuentemente, debe concederse el amparo para que la autoridad responsable deje 
insubsistente la sentencia reclamada y dicte otra en la que, con plenitud de jurisdicción, estudie los agravios 
planteados” y “SENTENCIA DE AMPARO. INCONGRUENCIA ENTRE LOS RESOLUTIVOS Y LA 
PARTE CONSIDERATIVA, EL TRIBUNAL REVISOR DEBE CORREGIRLA DE OFICIO.- Siendo el 
dictado de las sentencias de amparo y su correcta formulación una cuestión de orden público, al constituir la base 
del cumplimiento correcto que eventualmente pudiera darse a la ejecutoria de amparo, evitando ejecutorias 
forzadas e incongruentes que lleven a un imposible cumplimiento, además de que en las incongruencias puedan 
verse involucradas causales de improcedencia que son también de orden público y de estudio oficioso, y en 
atención a que el artículo 79 de la Ley de Amparo otorga al juzgador la facultad de corregir los errores en la cita 
de garantías violadas, para amparar por las realmente transgredidas dicha facultad debe ser aplicada, por igualdad 
de razón, al tribunal revisor para corregir de oficio las incongruencias que advierta en las sentencias, 
ajustando los puntos resolutivos a las consideraciones de la misma, pues son éstas las que rigen el fallo y no 
los resolutivos, contemplándose la posibilidad de que, en el supuesto de que una incongruencia fuese de tal 
modo grave que su corrección dejara a alguna de las partes en estado de indefensión, el órgano revisor 
revocará la sentencia y ordenará la reposición del procedimiento para que el Juez de Distrito emita otra 
resolución, toda vez que es un error no imputable a ninguna de las partes y que puede depararles un perjuicio no 
previsto en su defensa. Lo anterior no debe confundirse con la suplencia de la queja, en virtud de que la 
coherencia en las sentencias de amparo al igual que la improcedencia del juicio es de orden público y por ello de 
estudio oficioso, y la suplencia de la queja presupone la interposición del medio de defensa por la parte 
perjudicada y sólo se lleva a cabo en los supuestos previstos por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, para 
beneficio o por interés del sujeto a quien se le suple la queja, y no del bien común de la sociedad que deposita su 
orden jurídico, entre otros, en los órganos judiciales. Por las razones expuestas se abandona el criterio sostenido 
en la tesis visible en las páginas mil doscientos cuarenta y siete y mil doscientos cuarenta y ocho de la Primera 
Parte, Sección Segunda del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos diecisiete a mil 
novecientos ochenta y ocho, cuyo rubro dice: "SENTENCIA DE AMPARO CONTRA LEYES. 
INCONGRUENCIA ENTRE LOS RESOLUTIVOS Y LA PARTE CONSIDERATIVA. CUÁNDO NO PUEDE 
CORREGIRSE DE OFICIO.", en virtud de que éste se supera con lo mencionado, toda vez que, como se explicó 
el dictado de la sentencia y su congruencia son de orden público, y por ende, de estudio oficioso, existiendo 
la posibilidad de revocar la sentencia y ordenar la reposición del procedimiento para el efecto de que se dicte 
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 II.- Inconvencionalidad de los artículos 104 de la Ley de Amparo y 10, fracción 
XIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.- Derivado de lo dispuesto por 
los artículos 1° y 133 de la Carta Magna, todos los tribunales el país deben desplegar un 
control de convencionalidad ex officio estando obligados a preferir los derechos humanos 
contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, a pesar de las disposiciones 
en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. 
 
 En ese sentido, es de hacer notar que el Poder Judicial de la Federación ha señalado 
que constituye una obligación ex officio de todos los tribunales del país el realizar el control 
de convencionalidad, lo que les obliga a aplicar las normas más benéficas para el 
gobernado en todos los casos, siendo que incluso deben preferir las normas internacionales 
y su interpretación, sobre las normas mexicanas de índole ordinario12. 

 
otra, cuando la corrección de la incongruencia sea de tal manera grave que se deje en estado de indefensión 
a alguna de las partes, pero de no ser así, el órgano revisor de oficio debe corregir la incongruencia que 
advierta en la sentencia recurrida, máxime que se encuentra sub júdice y constituirá la base del 
cumplimiento que eventualmente pudiera dársele”. 
12 A este respecto, resultan ilustrativas la Tesis P. LXVII/2011(9a.) que se lee en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Pleno, página 535; la Tesis P. LXVIII/2011 
(9a.), que se localiza en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, 
Diciembre de 2011, Pleno, página 551; la Tesis P. LXIX/2011(9a.), que también se halla en la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Pleno, página 55; la Tesis P. 
LXX/2011 (9a.), que también se puede consultar en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Pleno, página 55; la Tesis XI.1o.A.T.47 K, que se aprecia en la Novena 
Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 1932; la Tesis 
XI.1o.A.T.45 que se ve en la propia Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXXI, Mayo de 2010, página 2079; la Tesis I.4o.A.91 K, que se advierte en la misma Novena Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Marzo de 2010, página 2927 y la Tesis 
XI.1o.A.T.47 K, que se puede encontrar en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 1932, que enseñan: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD.- De 
conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas 
las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por 
los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los 
instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable 
al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos 
contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para 
determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de 
derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de 
constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última 
parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a 
preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de 
las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden 
hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren 
contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías 
de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están 
obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en 
los tratados en la materia”; “PARÁMETRO PARA EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.- El mecanismo para el control de 
convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial debe ser acorde con 
el modelo general de control establecido constitucionalmente. El parámetro de análisis de este tipo de control 
que deberán ejercer todos los jueces del país, se integra de la manera siguiente: a) todos los derechos humanos 
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contenidos en la Constitución Federal (con fundamento en los artículos 1o. y 133), así como la jurisprudencia 
emitida por el Poder Judicial de la Federación; b) todos los derechos humanos contenidos en tratados 
internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte; c) los criterios vinculantes de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos derivados de las sentencias en las que el Estado Mexicano haya sido 
parte, y d) los criterios orientadores de la jurisprudencia y precedentes de la citada Corte, cuando el Estado 
Mexicano no haya sido parte”; “PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.- La posibilidad de 
inaplicación de leyes por los jueces del país, en ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento 
de la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, parte de esta presunción al permitir 
hacer el contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de 
convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) 
Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país -al igual que todas las 
demás autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano 
sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpretación 
conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, 
los jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la 
ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que 
el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) 
Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la 
lógica de los principios de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al ser el 
último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte”; “SISTEMA DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO.- Actualmente existen dos 
grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son 
acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del 
Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación 
con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo 
e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante 
los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda 
separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general 
de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en 
una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por 
declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine 
cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, 
debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación 
de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su 
protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad”; “CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EN SEDE INTERNA. LOS TRIBUNALES MEXICANOS ESTÁN 
OBLIGADOS A EJERCERLO.- Tratándose de los derechos humanos, los tribunales del Estado mexicano 
como no deben limitarse a aplicar sólo las leyes locales, sino también la Constitución, los tratados o 
convenciones internacionales conforme a la jurisprudencia emitida por cualesquiera de los tribunales 
internacionales que realicen la interpretación de los tratados, pactos, convenciones o acuerdos celebrados por 
México; lo cual obliga a ejercer el control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y las 
supranacionales, porque éste implica acatar y aplicar en su ámbito competencial, incluyendo las legislativas, 
medidas de cualquier orden para asegurar el respeto de los derechos y garantías, a través de políticas y leyes que 
los garanticen”; “TRATADOS INTERNACIONALES. CUANDO LOS CONFLICTOS SE SUSCITEN EN 
RELACIÓN CON DERECHOS HUMANOS, DEBEN UBICARSE A NIVEL DE LA CONSTITUCIÓN.- 
Los tratados o convenciones suscritos por el Estado mexicano relativos a derechos humanos, deben ubicarse a 
nivel de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dichos instrumentos 
internacionales se conciben como una extensión de lo previsto en esa Ley Fundamental respecto a los 
derechos humanos, en tanto que constituyen la razón y el objeto de las instituciones. Por lo que los principios 
que conforman el derecho subjetivo público, deben adecuarse a las diversas finalidades de los medios de defensa 
que prevé la propia Constitución y de acuerdo con su artículo 133 las autoridades mexicanas deben respetarlos, 
por lo que bajo ninguna circunstancia pueden ser ignorados por ellos al actuar de acuerdo a su ámbito 
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 No resulta de más el apuntar que si bien los derechos humanos se orientan a la persona 
física, también son exigibles por las personas jurídicas en la medida en que sean compatibles 
con su naturaleza, como sin duda lo son las garantías del debido proceso, de legalidad y de 
audiencia, que se estatuyen en los artículos 14 y 16 de la Lex Legum13. 

 
competencial”; “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. DEBE SER EJERCIDO POR LOS JUECES 
DEL ESTADO MEXICANO EN LOS ASUNTOS SOMETIDOS A SU CONSIDERACIÓN, A FIN DE 
VERIFICAR QUE LA LEGISLACIÓN INTERNA NO CONTRAVENGA EL OBJETO Y FINALIDAD 
DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.- La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha emitido criterios en el sentido de que, cuando un Estado, como en este caso México, ha 
ratificado un tratado internacional, como lo es la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sus 
Jueces, como parte del aparato estatal, deben velar porque las disposiciones ahí contenidas no se vean 
mermadas o limitadas por disposiciones internas que contraríen su objeto y fin, por lo que se debe ejercer un 
"control de convencionalidad" entre las normas de derecho interno y la propia convención, tomando en 
cuenta para ello no sólo el tratado, sino también la interpretación que de él se ha realizado. Lo anterior 
adquiere relevancia para aquellos órganos que tienen a su cargo funciones jurisdiccionales, pues deben tratar de 
suprimir, en todo momento, prácticas que tiendan a denegar o delimitar el derecho de acceso a la justicia”; y 
“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EN SEDE INTERNA. LOS TRIBUNALES MEXICANOS 
ESTÁN OBLIGADOS A EJERCERLO.- Tratándose de los derechos humanos, los tribunales del Estado 
mexicano como no deben limitarse a aplicar sólo las leyes locales, sino también la Constitución, los tratados o 
convenciones internacionales conforme a la jurisprudencia emitida por cualesquiera de los tribunales 
internacionales que realicen la interpretación  de los tratados, pactos, convenciones o acuerdos celebrados por 
México; lo cual obliga a ejercer el control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y las 
supranacionales, porque éste implica acatar y aplicar en su ámbito competencial, incluyendo las legislativas, 
medidas de cualquier orden para asegurar el respeto de los derechos y garantías, a través de políticas y leyes que 
los garanticen”. 
13 Resulta aplicable al respecto la Tesis I.4o.A.2 K (10a.), publicada en el Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2 del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, página 1875 
(Registro 2001402), que expresa: “PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS 
HUMANOS COMPATIBLES CON SU NATURALEZA.- Del preámbulo y del contenido de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos se advierte, en principio, que los derechos que reconoce son sólo los 
inherentes a la persona humana, pues aquél hace referencia expresa a los "derechos esenciales del hombre", y el 
artículo 1, numeral 2, del propio ordenamiento, prevé que persona es todo ser humano. Por otra parte, la reforma 
al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de junio de 2011, constituye un cambio de paradigma en el orden jurídico nacional, pues dicho 
precepto ahora dispone que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia Norma 
Fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, lo cual implica reconocer 
a los tratados referidos a derechos humanos un carácter particular, equiparable a las normas constitucionales, 
conformando un nuevo bloque de constitucionalidad, en la medida en que aquéllos pasan a formar parte del 
contenido de la Constitución, integrando una unidad exigible o imponible a todos los actos u omisiones que 
puedan ser lesivos de derechos fundamentales. En estas condiciones, si bien es cierto que el Órgano Reformador 
de la Constitución no dispuso expresamente como titulares de los derechos consagrados en ella a las personas 
jurídicas, como sí se hace en otras normas fundamentales e instrumentos internacionales como la Constitución 
Alemana o el Protocolo No. 1 a la Convención Europea de Derechos Humanos, también lo es que el texto 
constitucional citado alude lisa y llanamente al término "personas", por lo que de una interpretación extensiva, 
funcional y útil, debe entenderse que no sólo se orienta a la tutela de las personas físicas, sino también de las 
jurídicas, en aquellos derechos compatibles con su naturaleza, como los de acceso a la justicia, seguridad jurídica, 
legalidad, propiedad y los relativos a la materia tributaria, entre otros, máxime que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha reconocido explícitamente, en el caso Cantos vs. Argentina, que las personas jurídicas, en 
determinados supuestos, son titulares de los derechos consagrados en el Pacto de San José, al reconocer el de 
constituir asociaciones o sociedades para la consecución de un determinado fin y, en esta medida, son objeto de 
protección. Además, México ha suscrito un sinnúmero de pactos internacionales en los que ha refrendado el 
compromiso de respetar los derechos humanos en su connotación común o amplia, lo que incluye la relación y 
sentido que a la institución se atribuye en el ámbito nacional, pero también el reconocido en otras latitudes, 
reforzando el corpus iuris aplicable que, como bloque de constitucionalidad, recoge la Constitución Mexicana y 
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 A) Obligatoriedad de las tesis sustentadas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos conforme a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que la Jurisprudencia de 
dicho Tribunal es aplicable en sus términos cuando el Estado Mexicano hay sido parte en el 
litigio, y en todo caso, sus criterios son orientadores para el Poder Judicial14. Es más, la 

 
amplía o complementa a convenciones, en particular a la inicialmente mencionada. Refuerza lo anterior el hecho 
de que a partir de la nueva redacción del artículo 1o. constitucional y de la sentencia dictada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación con motivo del acatamiento a lo ordenado en el caso Radilla Pacheco, 
registrada bajo el número varios 912/2010, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313, las normas relativas a los derechos 
humanos deben interpretarse de la forma más benéfica para la persona, lo que implica que no necesariamente 
hay una jerarquía entre ellas, sino que se aplicará la que ofrezca una protección más amplia; en esta medida, 
si diversos instrumentos internacionales prevén como titulares de derechos humanos a las personas jurídicas, 
debe seguirse esta interpretación amplia y garantista en la jurisprudencia mexicana”. 
14 En tal sentido se manifiestan la Tesis P. III/2013 (10a.) que aparece en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1; Pleno, página 368; la Tesis 1a. 
XIII/2012 (10a.) que se lee en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro V, 
Febrero de 2012, Tomo 1, Primera Sala, página 650; la Tesis P. LXV/2011 (9a.), que aparece en la Décima 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Pleno, página 
556; y la Tesis I.7o.C.51 K, que figura en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo XXVIII, Diciembre de 2008, página 1052, del tenor literal siguiente: “SENTENCIAS EMITIDAS POR 
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN ASUNTOS DONDE EL ESTADO 
MEXICANO FUE PARTE. PARA QUE SUS CRITERIOS TENGAN CARÁCTER VINCULANTE NO 
REQUIEREN SER REITERADOS.- De los párrafos 339 y 347 de la sentencia dictada por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, se advierte que 
los Jueces y tribunales internos, además de velar por el cumplimiento de las disposiciones de fuente 
internacional, deben tomar en cuenta la interpretación que de éstas ha realizado esa Corte, así como la 
obligación del Estado de garantizar que la conducta que motivó su responsabilidad no se repita. De lo anterior se 
sigue que la interpretación en materia de derechos humanos realizada por esa Corte Internacional, al 
resolver un caso en el que el Estado Mexicano fue parte, aun cuando se trate de una sentencia aislada por 
lo que hace a éste, adquiere el carácter y fuerza vinculante de precedente jurisprudencial, máxime que este 
Alto Tribunal, en la tesis aislada P. LXV/2011 (9a.), de rubro: "SENTENCIAS EMITIDAS POR LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. SON VINCULANTES EN SUS TÉRMINOS CUANDO 
EL ESTADO MEXICANO FUE PARTE EN EL LITIGIO.", derivada de la resolución del expediente varios 
912/2010, sostuvo que las resoluciones pronunciadas por la Corte Interamericana son obligatorias para todos los 
órganos del Estado Mexicano, al haber figurado como parte en un litigio concreto, siendo vinculantes para el 
Poder Judicial. Por tanto, para que los criterios de las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en asuntos donde el Estado Mexicano fue parte adquieran el carácter de vinculantes, no 
requieren ser reiterados, máxime que respecto de estas sentencias no operan las reglas que para la conformación 
de la jurisprudencia prevé el artículo 192 de la Ley de Amparo”; “CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. EFECTOS DE SUS SENTENCIAS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
MEXICANO.- El Estado Mexicano se adhirió a la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 24 de 
marzo de 1981 y reconoció la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 16 
de diciembre de 1998, mediante declaración unilateral de voluntad que fue publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de febrero de 1999. En ese sentido, los artículos 133 y 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos reconocen la vigencia de los tratados internacionales en nuestro ordenamiento 
jurídico interno y establecen la obligación de las autoridades nacionales de aplicar los derechos humanos de 
conformidad con la Constitución y los tratados internacionales vigentes en nuestro país. Por lo anterior, la 
ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el reconocimiento de la jurisdicción 
contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, generan como una consecuencia ineludible que 
las sentencias emitidas por dicho tribunal internacional, en aquellos casos en los cuales México haya sido 
parte en el juicio, resulten obligatorias para el Estado mexicano, incluidos todos los jueces y tribunales que 
lleven a cabo funciones materialmente jurisdiccionales. Esta obligatoriedad alcanza no sólo a los puntos 
resolutivos de las sentencias en comento, sino a todos los criterios interpretativos contenidos en las mismas”; 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los criterios emitidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos cuando el Estado Mexicano no fue parte, son 
orientadores para los jueces mexicanos siempre que sean más favorables a la persona en 
términos del artículo 1o. de la Constitución Federal15. 
 
 B) Obligatoriedad de la interpretación de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos conforme a lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.- A lo anterior se suma que en la sentencia de 31 de agosto de 2010 dictada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Rosendo Cantú y Otra vs. México 
(Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), a fojas 78, párrafo 219, la misma 
sostuvo lo siguiente: 
 

“219. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente 
que las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, 

 
“SENTENCIAS EMITIDAS POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. SON 
VINCULANTES EN SUS TÉRMINOS CUANDO EL ESTADO MEXICANO FUE PARTE EN EL 
LITIGIO.- El Estado Mexicano ha aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, por ello, cuando ha sido parte en una controversia o litigio ante esa jurisdicción, la sentencia que 
se dicta en esa sede, junto con todas sus consideraciones, constituye cosa juzgada, correspondiéndole 
exclusivamente a ese órgano internacional evaluar todas y cada una de las excepciones formuladas por el Estado 
Mexicano, tanto si están relacionadas con la extensión de la competencia de la misma Corte o con las reservas y 
salvedades formuladas por aquél. Por ello, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aun como tribunal 
constitucional, no es competente para analizar, revisar, calificar o decidir si una sentencia dictada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos es correcta o incorrecta, o si excede en relación con las normas 
que rigen su materia y proceso. Por tanto, la Suprema Corte no puede hacer ningún pronunciamiento que 
cuestione la validez de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que para el Estado 
Mexicano dichas sentencias constituyen cosa juzgada. Lo único procedente es acatar y reconocer la totalidad de 
la sentencia en sus términos. Así, las resoluciones pronunciadas por aquella instancia internacional son 
obligatorias para todos los órganos del Estado Mexicano, al haber figurado como parte en un litigio concreto, 
siendo vinculantes para el Poder Judicial no sólo los puntos de resolución concretos de la sentencia, sino la 
totalidad de los criterios contenidos en ella”; y “JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL. SU UTILIDAD 
ORIENTADORA EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.- Una vez incorporados a la Ley Suprema de 
toda la Unión los tratados internacionales suscritos por México, en materia de derechos humanos, y dado el 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es posible 
invocar la jurisprudencia de dicho tribunal internacional como criterio orientador cuando se trate de la 
interpretación y cumplimiento de las disposiciones protectoras de los derechos humanos”. 
15 En ese sentido se pronuncia la Tesis P. LXVI/2011 (9a.), que aparece en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, Pleno, página 550, que reza: 
“CRITERIOS EMITIDOS POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CUANDO EL ESTADO MEXICANO NO FUE PARTE. SON ORIENTADORES PARA LOS JUECES 
MEXICANOS SIEMPRE QUE SEAN MÁS FAVORABLES A LA PERSONA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.- Los criterios de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que derivan de sentencias en donde el Estado Mexicano no intervino como parte en el 
litigio son orientadores para todas las decisiones de los jueces mexicanos, siempre que sean más favorables a 
la persona, de conformidad con el artículo 1o. constitucional. De este modo, los jueces nacionales deben 
observar los derechos humanos establecidos en la Constitución Mexicana y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, así como los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación al 
interpretarlos y acudir a los criterios interpretativos de la Corte Interamericana para evaluar si existe alguno 
que resulte más favorable y procure una protección más amplia del derecho que se pretende proteger. Esto no 
prejuzga la posibilidad de que sean los criterios internos los que se cumplan de mejor manera con lo establecido 
por la Constitución en términos de su artículo 1o., lo cual tendrá que valorarse caso por caso a fin de garantizar 
siempre la mayor protección de los derechos humanos”. 
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están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 
jurídico277. Pero cuando un Estado es Parte de un tratado internacional 
como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, 
también están sometidos a aquel, lo cual les obliga a velar porque los 
efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. El Poder Judicial debe 
ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. 
En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana278”. 
277 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 154, párr. 124; Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 
162, párr. 173, y Caso Radilla Pacheco, supra nota 36, párr. 339; 
278 Cfr. Caso Almonacid Arellano, supra nota 282, párr. 124; Caso Boyce y 
otros Vs. Barbados. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007, Serie C No. 169, párr. 78, y Caso 
Radilla Pacheco, supra nota 36, párr. 339”. 

 Como se advierte, la Corte Interamericana prevé que no sólo se ha de considerar el 
Texto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino la interpretación que de la 
mismo ha hecho la propia Corte, lo que ha hecho en el en el Caso Rosendo Cantú y Otra vs. 
México invocando a la vez el Caso Radilla Pacheco vs. México, lo que de acuerdo a las Tesis 
P. III/2013 (10a.); 1a. XIII/2012 (10a.); P. LXV/2011 (9a.) y I.7o.C.51 K, transcritas ut supra, 
resulta obligatorio para todos los tribunales mexicanos. 
 
 De las tesis transcritas se aprecia la obligación de todos los juzgadores de realizar el 
control de convencionalidad, inclusive ex officio, aplicando los criterios más favorables para 
el gobernado (amplitud y progresividad interpretativas) y de aplicar la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y la interpretación que de la misma ha realizado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Así, es de destacar que los siguientes aspectos de la 
mencionada Convención y su interpretación por parte de la citada Corte Internacional, que son 
aplicables en la especie: 
 
 C) Protección más amplia.- Los artículos 1 (Obligación de respetar los Derechos), 2 
(Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno); 8 (Garantías Judiciales); 25 
(Protección Judicial); 29 (Normas de Interpretación) y 30 (Alcance de las Restricciones) de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, se desprende que el contenido delos 
preceptos reclamados que permiten que el Presidente de la Corte ejerza facultades del Pleno 
y sin sujeción a parámetro alguno, resulta inconvencional. 
 
 1.- Artículo 1. Obligación de respetar los Derechos. Este numeral señala: 
 

“Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
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ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”. 

 
 Este precepto es nítido per se, y de manera irrefutable conduce a concluir que se deben 
respetar los derechos e intereses legítimos de la parte quejosa, incluso por la ley, que no puede 
permitir que se afecten ignorando sus derechos, y omitiendo el respeto a las garantías de 
seguridad jurídica contra actos que propenden a la privación. 
 
 2.- Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Este precepto 
dispone: 
 

“Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 
no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 
carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

 
 De dicho numeral, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desprendido entre 
otras, las siguientes nociones interpretativas, que se refieren invocando los casos 
correspondientes en que se han formulado las interpretaciones respectivas: 
 
 a) Deber de respeto y garantía de los derechos humanos. Opera frente al Estado, 
sus órganos, sus agentes y todos aquellos que actúan en su nombre.- La Corte 
Interamericana sostiene que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene por fin 
proporcionar al individuo medios de protección de los derechos humanos reconocidos 
internacionalmente frente al Estado (sus órganos, sus agentes, y todos aquellos que actúan en 
su nombre)16. 
 
 Así, es claramente inconvencional que la norma que se combate afecte esos derechos 
dejando en estado de indefensión a la quejosa, al impedirle recurrir un acto que debe ser 
resuelto por el Pleno de la Corte, de consuno con el ordinal 107, fracción IX de la Carta 
Magna, ignorando las garantías de seguridad jurídica y dando pauta a la arbitrariedad. 
 
 b) Deber de respeto y garantía de los derechos humanos. Se actualiza en función 
de las necesidades de protección, a pesar de que la Convención no defina en forma 
taxativa todas las hipótesis de infracción a los derechos humanos.- La propia Corte ha 
estimado que las diversas formas y modalidades que pueden asumir los hechos en situaciones 
violatorias de derechos humanos hacen poco menos que ilusoria la pretensión de que el 
Derecho Internacional defina en forma taxativa –o cerrada o numerus clausus– todas las 
hipótesis o situaciones –o estructuras– de atribuibilidad o imputabilidad al Estado de cada una 

 
16 Caso ―Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre 
de 2005. Serie C No. 134; Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 01 de marzo de 2005. Serie C No. 120. 
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de las posibles y eventuales acciones u omisiones de agentes estatales o de particulares. De tal 
manera, al interpretar y aplicar la Convención, la Corte debe prestar atención a las 
particulares necesidades de protección del ser humano, destinatario último de las normas 
contenidas en el tratado de referencia. En razón del carácter erga omnes de las obligaciones 
convencionales de protección a cargo de los Estados, no resulta posible determinar su alcance 
en función de una visión centrada en la voluntad soberana de aquéllos y de los efectos de las 
relaciones meramente interestatales. Dichas obligaciones incumben a todos los sujetos del 
Derecho Internacional y los supuestos de incumplimiento deberán determinarse en cada 
caso en función de las necesidades de protección, para cada caso en particular17. 
 
 Luego, se conculca esta disposición por parte de los numerales que estudian, en tanto 
pretenden impedir que se impugne un acuerdo que según la Constitución Federal, compete en 
última instancia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y no a su Presidente, todo lo cual 
gesta la inconvencionalidad que se expone. 
 
 c) Deber de dotar de efecto útil a todas las medidas nacionales dirigidas a tutelar 
derechos humanos.- En el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un 
Estado que ha ratificado un tratado de derechos humanos debe introducir en su derecho 
interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel cumplimiento de las 
obligaciones asumidas. Este deber general del Estado Parte implica que las medidas de 
derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile). Esto significa que el Estado 
ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención sea efectivamente 
cumplido en su ordenamiento jurídico interno. Dichas medidas sólo son efectivas cuando el 
Estado adapta su actuación a la normativa de protección de la Convención18. 
 
 En ese sentido, el único efecto útil que se podría imprimir al recurso de reclamación 
que en su caso se interpusiere contra el desecamiento de un recurso de revisión en amparo 
directo cintra leyes, estribaría en dar lugar a que se estudiase la procedencia del recurso de 
revisión interpuesto, y no permitir que arbitrariamente se desechase, sin posibilidad de que se 
revise tal desechamiento. 
 
 3.- Artículo 8. Garantías Judiciales.- Este numeral prescribe lo siguiente: 
 

“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter. 
“2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 

 
17 Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2006. Serie C No. 140. 
18 Caso Cinco Pensionistas Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C 
No. 98; Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 136. 
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proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas:  
“a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;  
“b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada;  
“c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa;  
“d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor;  
“e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por 
el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no 
se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo 
establecido por la ley;  
“f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal 
y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos;  
“g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, y  
“h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.  
“3. La confesión del inculpo solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza.  
“4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos.  
“5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia”. 

 
 De dicho numeral, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desprendido entre 
otras, las siguientes nociones interpretativas, que se refieren invocando los casos 
correspondientes en que se han formulado las interpretaciones respectivas: 
 
 a) Debido proceso. Debe respetarse en cualquier materia y procedimiento cuya 
decisión pueda afectar los derechos de las personas.- Si bien el artículo 8 de la Convención 
Americana se titula Garantías Judiciales, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en 
sentido estricto, sino [al] conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente 
sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier 
actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal. La Corte observa que el 
elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo 8 de la Convención se 
aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 del mismo artículo, o sea, la determinación 
de derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Esto 
revela el amplio alcance del debido proceso; el individuo tiene el derecho al debido proceso  
entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos 
otros órdenes. Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan 
alcanzar decisiones justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. 
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Las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier 
otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas19. El Tribunal 
ha señalado que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente 
jurisdiccional tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las 
garantías del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana. El 
artículo 8.1 de la Convención, que alude al derecho de toda persona a ser oída por un juez o 
tribunal competente para la determinación de sus derechos, es igualmente aplicable al 
supuesto en que alguna autoridad pública, no judicial, dicte resoluciones que afecten la 
determinación de tales derechos20. 
 
 En esa tesitura, en la especie los preceptos que se vienen analizando en realidad 
nulifican el debido proceso, pues permiten que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación deseche cualquier recurso de revisión en amparo directo sin siquiera dar razones 
para ello, pues de todas suertes, nadie revisará sus actos que pueden ser absolutamente 
arbitrarios, lo que los evidencia como inconvencionales. 
 4.- Artículo 29. Normas de Interpretación.- Este ordinal establece lo siguiente: 
 

“Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en 
el sentido de: 
“a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el 
goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 
o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;  
“b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 
estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 
Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos 
Estados; 
“c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o 
que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y  
“d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales 
de la misma naturaleza”. 

 
 De tal precepto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desprendido entre 
otras, las siguientes nociones interpretativas, que se refieren invocando los casos 
correspondientes en que se han formulado las interpretaciones respectivas: 
 
 a) Métodos de interpretación de las normas sobre derechos humanos.- Aunque el 
texto de una norma sobre derechos humanos parezca literalmente claro, es necesario analizarlo 
aplicando otros métodos interpretativos, de manera que, para el Tribunal interamericano, el 
sentido corriente de los términos no puede ser una regla por sí misma, sino que debe 
involucrarse dentro del contexto y, en especial, dentro del objeto y fin del tratado, de forma 

 
19 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72; Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C No. 74. 
20 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182; Caso Ivcher 
Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74. 
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que la interpretación de manera alguna debilite el sistema de protección consagrado en la 
Convención, lo que puede propiciarse mediante la aplicación de los métodos siguientes: i) 
Interpretación sistemática, según el cual, las normas deben ser interpretadas como parte de un 
todo cuyo significado y alcance deben fijarse en función del sistema jurídico al que 
pertenecen; ii) Interpretación teleológica, que busca analizar el propósito de las normas 
involucradas, para lo cual es pertinente analizar el objeto y fin del tratado y, de ser 
necesario, examinar los propósitos del sistema regional de protección; iii) Principio de efecto 
útil (efett utile), que precisa tener presente la especificidad de los tratados de derechos 
humanos, cuyo objetivo tiene que ver con la creación de un orden legal en el cual los 
Estados asumen obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos 
bajo su jurisdicción; además de que estos tratados se aplican de conformidad con la 
noción de garantía colectiva; y, por último, es posible acudir a los iv) Trabajos 
preparatorios de las normas sobre derechos humanos, aunque sólo en forma subsidiaria ante la 
insuficiencia de los métodos interpretativos antes enunciados21. 
 
 b) Deber de dotar de efecto útil a todas las medidas nacionales dirigidas a tutelar 
derechos humanos.- Como se ha apuntado ut supra, en el derecho de gentes, una norma 
consuetudinaria prescribe que un Estado que ha ratificado un tratado de derechos humanos 
debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel 
cumplimiento de las obligaciones asumidas. Este deber general del Estado Parte implica 
que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile). Esto 
significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la 
Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno. Dichas 
medidas sólo son efectivas cuando el Estado adapta su actuación a la normativa de protección 
de la Convención22. 
 
 c) Principio de interpretación de la norma más favorable a la persona humana.- 
De conformidad con el artículo 29.b) de la Convención, si alguna ley del Estado Parte u otro 
tratado internacional del cual sea Parte dicho Estado otorga una mayor protección o regula con 
mayor amplitud el goce y ejercicio de algún derecho o libertad, éste deberá aplicar la norma 
más favorable para la tutela de los derechos humanos. Es preciso recordar que la Corte en 
diversas ocasiones ha aplicado el principio de la norma más favorable para interpretar la 
Convención Americana, de manera que siempre se elija la alternativa más favorable para la 
tutela de los derechos protegidos por dicho tratado. Según lo ha establecido este Tribunal, si 
a una situación son aplicables dos normas distintas, “debe prevalecer la norma más 
favorable a la persona humana”23. 
 
 d) Interpretación progresiva de la Convención Americana.- En otras oportunidades, 
tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de Derechos Humanos han señalado que 
los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que 

 
21 Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205. 
22 Caso Cinco Pensionistas Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C 
No. 98; Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 136. 
23 Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie 
C, 111. 
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acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación 
evolutiva es consecuente con las reglas generales de interpretación consagradas en el artículo 
29 de la Convención Americana, así como las establecidas por la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados. En este sentido, la Corte Interamericana ha afirmado que al dar 
interpretación a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos 
formalmente relacionados con éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de 
Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31 de 
dicha Convención). En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 6.2 de la 
Convención, el Tribunal considera útil y apropiado utilizar otros tratados internacionales 
distintitos a la Convención Americana, tales como el Convenio No. 29 de la Organización 
Internacional del Trabajo (en adelante “OIT”) sobre Trabajo Forzoso, para interpretar sus 
disposiciones de acuerdo a la evolución del sistema interamericano, habida consideración del 
desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos24. 
 
 Todo lo así expuesto se ve infringido por las normas que estudiamos, porque pasan 
sobre el derecho humano de la quejosa a contar con las garantías de seguridad jurídica así 
como su derecho que se revisen los actos que resultan arbitrarios, pues en todo proceso 
existen recursos, por lo que resulta paralógico que en esta hipótesis se hayan anulado, 
denotando la inconvencionalidad de los preceptos en cita. 
 
 D) Colofón.- Ergo y al derivar del precepto constitucional 1°, el derecho de los 
gobernados quejosos se halla amparado por tales prescripciones internacionales, que en 
nuestro país son garantías del gobernado. 
 
 Al respecto resulta aplicable la Tesis I.7o.C.46 K, que aparece en la Novena Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Agosto de 2008, página 
1083, que señala: 
 

“DERECHOS HUMANOS, LOS TRATADOS INTERNACIONALES 
SUSCRITOS POR MÉXICO SOBRE LOS. ES POSIBLE 
INVOCARLOS EN EL JUICIO DE AMPARO AL ANALIZAR LAS 
VIOLACIONES A LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES QUE 
IMPLIQUEN LA DE AQUÉLLOS. Los artículos 1o., 133, 103, fracción 
I, y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen respectivamente: que todo individuo gozará de las garantías que 
ella otorga; que las leyes del Congreso de la Unión, que emanen de ella, y 
los tratados acordes a la misma, serán la Ley Suprema de toda la Unión; que 
los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite 
por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; y, las 
bases, los procedimientos y las formas para la tramitación del juicio de 
amparo. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ubicó a los 
tratados internacionales por encima de las leyes federales y por debajo de la 

 
24 Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110. 
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Constitución, según la tesis del rubro: "TRATADOS 
INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR 
ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO 
RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." (IUS 192867). De ahí 
que si en el amparo es posible conocer de actos o leyes violatorios de 
garantías individuales establecidas constitucionalmente, también pueden 
analizarse los actos y leyes contrarios a los tratados internacionales suscritos 
por México, por formar parte de la Ley Suprema de toda la Unión en el 
nivel que los ubicó la Corte. Por lo tanto, pueden ser invocados al resolver 
sobre la violación de garantías individuales que involucren la de los 
derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales suscritos por 
México”. 
 

 Como consecuencia, las normas analizadas también devienen inconvencionales al 
desacatar las garantías de seguridad jurídica, de debido proceso y de mayor beneficio en la 
sentencia, que se derivan de las previsiones internacionales apuntadas. 
 

Junio 15 de 2022. 
 


